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R E S U M E N   E J E C U T I V O 
 
Arauca es un departamento caracterizado por la presencia de tres pueblos indígenas, con una población 
aproximada de 4.000 personas: los U’wa o Tunebo, como les llamaba anteriormente el español, con los 
Betoye como descendientes suyos; los Guahibo o Sikuani, y los Inga, que emigraron del Putumayo.  
Desplazados por efectos de la colonización blanca del siglo XX, estas comunidades han logrado sobrevivir 
a las presiones de modelos de producción basados en la agricultura campesina y la ganadería, ya que el 
departamento posee tierras de ladera, en el pie de monte de la Sierrra Nevada del Cocuy, y de sabana, en 
los llanos que comparten Colombia y Venezuela. 
 
Los U’wa habitan la región occidental, y su territorio comprende el Resguardo Único U’wa, conservando 
su idioma, su cultura y tradiciones, en una zona que abarca cinco departamentos colombianos: Casanare, 
Boyacá, Norte de Santander, Arauca y Santander.  Dentro de los Guahibo se halla el pueblo Betoye, al sur 
del departamento, en los municipios de Fortul y Tame. 
 
Desde el arribo al departamento de las guerrillas del ELN y las FARC, los territorios indígenas empezaron 
a soportar la violencia directamente, no solamente por la presión de estos grupos armados, sino por las 
campañas contrainsurgentes emprendidas primero por la Fuerza Pública, y después, hacia finales de la 
década del 90, por grupos paramilitares provenientes del Casanare.  Con masacres, asesinatos selectivos, 
hostigamientos, torturas y amenazas de muerte, el pueblo más afectado ha sido el Betoye.  En más de tres 
ocasiones se han debido desplazar forzadamente de sus comunidades de Velasqueros, Macarieros, Parreros, 
Julieros, Roqueros y Genareros, en la zona rural de Tame, con impactos muy negativos para su cohesión 
familiar y comunitaria y su supervivencia como pueblo. 
 
Al propio tiempo, la fuerte presión de decisiones tomadas por el Estado central, relativos a la exploración y 
explotación de recursos hidrocarburíferos, ha puesto a los indígenas en una situación de inminente pérdida 
del territorio, la autonomía y la capacidad de pervivir.  Esto afecta especialmente al Pueblo U’wa, que ha 
visto la promulgación de normas para permitir que la estatal petrolera ECOPETROL, en desarrollo de 
contratos de asociación, primero con Occidental de Colombia S.A. (OXY) y luego con REPSOL-YPF, de 
España esté llevando a cabo reuniones con los pueblos U’wa para lo que esta empresa considera “Consulta 
Previa”. Luego de dos años de reuniones, en los que se ha hecho oídos sordos a la posición U’wa de no 
aceptar el proceso de consulta previa para la exploración y la explotación petrolera en el Bloque Catleya de 
Arauca, y de haber soportado las acciones gubernamentales para dividir al pueblo U’wa, realizando los 
talleres, estudios y reuniones solamente con los U’wa araucanos (dejando de lado el resto de comunidades 
de los otro cuatro departamentos), el Ministerio del Interior, en cabeza de la Dirección de Etnias, entregó 
desde junio del 2005, un estudio al Presidente de la República, en el que expresamente dice que la 
exploración petrolera en el Resguardo U’wa de Arauca, que afecta a siete comunidades de dos municipios 
(Saravena y Fortul), no traerá consecuencias negativas para su cultura. 
 
Al tiempo que esto sucede, se cierne el riesgo de una crisis humanitaria de proporciones devastadoras para 
los pueblos Betoye, antes derivadas de la pérdida de sus medios de vida, por la construcción y puesta en 
marcha del Campo Caño Limón, en Arauquita, y ahora por la declaratoria de una guerra en territorio de 
estas comunidades entre los frentes 10º y 45 de las FARC-EP y la Compañía Simacota y el Frente 
‘Domingo Laín’ del ELN, que inició desde el 2005 y ya ha cobrado la vida de dos comuneros (una maestra 
y su esposo) en marzo de 2006, generando un masivo desplazamiento forzado de las comunidades de 
Parreros. A pesar de la disminución de los homicidios en el departamento, por la acción criminal de más de 
cinco años de dos Bloques de las AUC, los altísimos niveles de militarización y las presiones por el control 
territorial que ejercen las guerrillas en estos momentos, pueden afectar aún más las tensiones que se derivan 
de la negativa de los indígenas U’wa de aceptar los programas estatales petroleros que afectarán, 
definitivamente, su territorio, considerado por esta etnia como sagrado. 
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Nos dicen que quieren saber lo que pensamos sobre su proyecto petrolero, 
pero que si no están de acuerdo [con nosotros], seguirán adelante con sus decisiones. 
¿De qué nos sirve tener tanto oro, tanto petróleo,  
tantas riquezas, tantos mares, si los llenamos de sangre? 
 
Introducción 
 
El presente informe realiza un análisis, basado en la visita al departamento de Arauca, en el mes de junio de 
2006, con el apoyo de la Asociación de Cabildos y Autoridades Tradicionales de Arauca, ASCATIDAR, la 
Asociación de Cabildos U’wa, ASOU’WA y las comunidades Betoye desplazadas en Tame, así como la 
sistematización de la información de fuentes primarias y secundarias disponibles, para el período 2004, 
2005 y el primer trimestre de 2006. 
 
Contexto 
 
El departamento de Arauca está situado en el extremo norte de la región de la Orinoquía colombiana, tiene 
una superficie de 22.818 km2, y limita al norte y al oeste con la República Bolivariana de Venezuela, por el 
sur con los ríos Meta y Casanare, que lo separan de los departamentos de Vichada y Casanare, y por el 
oeste con el departamento de Boyacá. Administrativamente, el departamento está dividido en 7 municipios: 
Arauca –ciudad capital-, Arauquita, Cravo Norte, Fortul, Puerto Rondón, Saravena y Tame; un 
corregimiento, 77 Inspecciones de Policía, numerosos caseríos y sitios poblados1.  Según el DANE, la 
población proyectada para 2005 era de 281.435 habitantes2, de los cuales unos 4000 aproximadamente son 
indígenas (…) diseminados en el departamento”.3   
 
Arauca se encuentra ubicado en la llamada "Cuenca Petrolera de los Llanos Orientales", la zona geológica 
más rica en hidrocarburos del territorio nacional, situada a lo largo del piedemonte de la Cordillera 
Oriental, entre el río Arauca y la Serranía de la Macarena. La Empresa Colombiana de Petróleos, 
ECOPETROL, estima que aún existen grandes reservas de petróleo en Arauca. Según ECOPETROL, (…) 
se estima que la extracción petrolera le dejará a Arauca $23.539.379.945 en regalías4, cuestión que ha 
cambiado la tradición agrícola y ganadera por la presencia de industrias petroleras. 
 
El departamento de Arauca es el hogar de los pueblos U’wa5, Sikuani, Betoye (de ascendencia U’wa), 
Hitnu e Inga, estos últimos originarios del departamento del Putumayo, que emigraron hacia Arauca hace 
décadas. Las denominaciones de estos indígenas por parte de antropólogos y misioneros, hace que se les 
conozca con otros nombres: Makaguane, Cuiva (Hitnu), Guahibo (Sikuani) y Tunebo (U’wa), y constituyen 
una minoría respecto de la población afro descendiente, y la mestiza o “blanca”, que colonizó la región. 
 
Los resguardos indígenas en Arauca están en su mayoría ubicados en el municipio de Tame, al sur 
occidente. Según el DANE, en el año 2000 existía un total de 1,926 indígenas viviendo en los resguardos 
(la población total de indígenas es mayor). Según datos de la Gobernación al año 2001, había un total de 
                                                 
1 Vicepresidencia de la República. Algunos indicadores de derechos humanos a septiembre de 2004 en 
Arauca. En: www.vicepresidencia.gov.co  
2 Naciones Unidas. Ficha de Situación Humanitaria: Arauca. Bogotá, marzo de 2005 
3 Vicepresidencia de la República, op. cit. P. 1 
4 Defensoría del Pueblo. Informe de Derechos Humanos sobre la zona de Rehabilitación y 
Consolidación en el departamento de Arauca. Bogotá, agosto de 2004 
5 Palabra que en su idioma significa “Gente inteligente que sabe hablar”.  
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3,591 indígenas y 6,800 afro-colombianos en el Departamento. Las étnias U´wa y Betoye (745 personas sin 
resguardo) son predominantes entre los indígenas6. 
 
Para la organización representativa de los indígenas de Arauca, “Los pueblos aborígenes que habitamos en 
el departamento de Arauca estamos congregados en 35 comunidades, correspondientes al pueblo Guahibo, 
Uwa y la comunidad Inga de Arauca, dispersos en toda la geografía del departamento, con una población 
de 4.000 indígenas. Estos pueblos hemos vivido momentos críticos que causarían significativas 
consecuencias para nuestros destinos como culturas milenarias.7  
 
Resguardos y Reservas Indígenas en la Orinoquía Colombiana: Arauca8 
 
Comunidad Grupo indígena Familias Habitantes Hectáreas 
El Chigüiro Makaguan Sd Sd Sd 
La Colorada Makaguan 32 103 1261 
Cusay / San José de Lipa Makaguan 32 132 18569 
Los Igüanitos Cuiva 39 195 754 
Caño Claro Sikuani 12 60 1633 
Genareros (La Esperanza, La Fortaleza y El 
Totumo) 
Betoye 19 68 123 
Macarieros (San José) Betoye 13 59 16 
Roqueros (El Dorado) Betoye 17 105 101 
Puyeros Betoye 5 29 27 
Parreros Betoye 15 65 207 
Julieros y Velasqueros Betoye 14 53 228 
El Vigía Guahibo-
Sikuani 
36 172 487 
Angostura Tunebo (U’wa) 69 11 3282 
San Lope-San Emilio Tunebo (U’wa) 19 96 0 
Alto Calabalia Tunebo (U’wa) 3 15 0 
San Salvador Tunebo (U’wa) 4 12 0 
Fortul Tunebo (U’wa) 5 17 0 
Alto Satocá Tunebo (U’wa) 8 51 Sd 
Calafitas Tunebo (U’wa) 6 41 Sd 
Playas de Bojabá Tunebo (U’wa) 6 49 0 
San Miguel Tunebo (U’wa) 6 31 Sd 
San Joaquín Tunebo (U’wa) 6 31 0 
Total  366 1395 26688 
Fuente: INCORA, 1991. DNP 1989-1992, Telban,Blas, 1988, Romero M.E. y Caludia, 1989 
 
Los datos de la Fundación Hémera, citados por las Naciones Unidas9, dan cuenta de resguardos de 
población Guahiba en: Matecandela y La Isla (Arauca), Cuiloto 1 y 2 (Tame), Bayoneros, y Cajares 
(Arauquita); de población Hitnu (Cuiva) en Caño Colorado (Arauca); de Piapoco en Cananaza (Cravo 
Norte), y de Sikuani, en El Zamuro (Arauca). Sin embargo, la Defensoría del Pueblo informa sobre la 
presencia de pueblos indígenas distinguidos con los nombres de: Achaguas, Araucas, Airicos, Giraras, 
Betoyes, Chiriocas, Tunebos, Salivas, Guahibos y U’was10, sin aclarar su ubicación o el traslape de su 
denominación entre la lengua indígena y la castellana. 
                                                 
6 Ídem 
7 ASCATIDAR.  Ponencia Encuentro Binacional de Pueblos Indígenas Colombia-Venezuela.  Puerto 
Ayacucho, Amazonas, 2003. página 1 
8 CINEP y El Colombiano: Colombia: país de regiones. 9 de mayo de 1993. Medellín, página524 
9 Naciones Unidas. Ficha Técnica Situación Humanitaria: Departamento de Arauca. Sala de Situación 
Humanitaria, Bogotá: abril de 2005. Anexo 1, página 9. 
10 Defensoría del Pueblo. Proyecto Apoyo Defensorial a las Zonas de Rehabilitación y Consolidación.  
Primer Informe de Actividades. Bogotá, marzo de 2003, p. 1 
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Comunidad Población Pueblo Municipio 
UNKARIA  139   SARAVENA 
CHIVARAKIA  123   SARAVENA 
PLAYAS BOJABA 59   SARAVENA 
SAN NIGUEL  94  SARAVENA 
LAGUNA 
TRANQUILA    SARAVENA 
CALAFITAS I  88  UWA  SARAVENA 
CALAFITAS II  40  SARAVENA 
CERRO ALTO  38  SARAVENA 
ANGOSTURAS  137  FORTUL 
CURIPAO  128  TAME 
CORDILLERA Y 
PIEDEMONTE 
 104   TAME 
LA COLORADA  337  TAME 
MACARIEROS 162   TAME 
ROQUEROS  128   TAME 
PARREROS  178   TAME 
JULIEROS  169   TAME 
VELASQUEROS  149   TAME 
GENAREROS  97  TAME 
LA CABAÑA  108   TAME 
CAÑO CLARO  75   TAME 
IGUANITOS 213   TAME 
CUILOTOS I  35   TAME 
CUILOTOS II  40   TAME 
EL VIGIA  284   ARAUQUITA 
BAYONEROS  87   ARAUQUITA 
CAJAROS  75   ARAUQUITA 
PROVIDENCIA  198 GUAHIBO ARAUQUITA 
LA ILUSION  74   ARAUQUITA 
EL ROMANO  91  ARAUQUITA 
CANANAMA  35  CRAVO NORTE 
LA ESTRELLITA  132  ARAUCA 
COROCITO  113   ARAUCA 
MATECANDELA  105   ARAUCA 
CUILOTO 
MARREROS  25   
PTO 
RONDON 
REGION SABANA  
COMUNIDAD INGA 124 INGA  ARAUCA 
Fuente: Plan de Equilibrio Educativo Coordinación de Asuntos Indígenas de Arauca. Revisión personal con 
Líderes de las comunidades. (Tomado de: Gobernación de Arauca: www.arauca.gov.co)  
 
La organización de base es el Consejo Regional Indígena de Arauca, CRIA, y en el marco de las normas 
desarrolladas por el gobierno colombiano para reglamentar las organizaciones indígenas, se constituyó 
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desde los pueblos que viven en el departamento, la Asociación de Cabildos Indígenas y Autoridades 
Tradicionales de Arauca, ASCATIDAR, uno de cuyos fundadores fue Ismael Uncacía, de la etnia U’wa.  
Su actual presidente es Sikuani, Gregorio Yance.  Entre los pueblos U’wa y Sikuani, se acordó alternar la 
presidencia y administración de los recursos de ASCATIDAR, por períodos de cuatro años, que están 
próximos a ser renovados en 2007. 
 
ASCATIDAR despliega una labor de interlocución con diferentes instituciones y actores del departamento 
de Arauca, incluyendo la funcionaria responsable de asuntos indígenas de la Gobernación, que es Sikuani 
del departamento del Vichada.  El cargo de representantes de asuntos indígenas al nivel del municipio de 
Tame, el de mayor concentración indígena, es una persona U’wa del departamento de Boyacá, que sin 
embargo, no es orgánico de ASOU’WA, y opera más como un funcionario público. 
 
Debido a que Arauca es un departamento fronterizo con la República Bolivariana de Venezuela, muchos 
indígenas hacen ejercicio de su doble nacionalidad.  De hecho, cuando en 2004 el gobierno del Presidente 
Hugo Chávez dio una amnistía para la regularización migratoria de extranjeros en ese país, gran número de 
indígenas del Arauca aprovechó para obtener su cédula venezolana, en la medida en que tienen hijos, hijas 
y otros parientes residiendo en los vecinos Estados de Apure, Bolívar y Amazonas. 
 
En particular, la etnia Guahibo (Sikuani), que hasta mediados del siglo XX se mantuvo como grupo 
nómada, y actualmente aún practica formas de semi-nomadismo, es conocedora de los numerosos ríos que 
atraviesan el departamento de Arauca (su dieta es el pescado fundamentalmente), y navega hasta otros 
departamentos colombianos y Venezuela con regularidad.  Sus costumbres de compartir alimentos, vestidos 
y otros bienes materiales, ha sido calificada y estigmatizada por los blancos como actos de hurto. 
 
Muchos de los indígenas Guahibo, que han perdido territorio y se han visto gravemente afectados por la 
industria petrolera, con el descubrimiento de pozos petroleros y la construcción del complejo de “Caño 
Limón”, en zona rural del municipio de Arauquita, perdieron acceso también a su sitio sagrado, en la 
Laguna de La Lipa, y por tanto, su situación de desarraigo y aculturación ha traído como consecuencia el 
empobrecimiento y la mendicidad de muchos de sus miembros en las calles de la capital araucana: 
 
“La realidad petrolera de Caño Limón, antiguo territorio ancestral y santuario de reproducción 
cultural, despensa de la oferta ambiental de subsistencia de los Macaguanes, Sicuani, Hitnu 
Cuivas, y hoy son pueblos sin territorios y otros por los problemas de hambre y desnutrición, 
algunas familias están en estado de mendicidad en las calles y en los basureros de Arauca, 
sumidos en el alcoholismo, con problemas de seguridad en sus territorios –están en medio del 
conflicto armado permanente-, entre otras.”11 
 
Al contrario, la etnia U’wa es sedentaria y “milenariamente ha vivido en las estribaciones de la Sierra 
Nevada del Cocuy”12, que ha sido su territorio desde que fueran arrinconados por la colonización blanca del 
siglo XX. Por haber sido Arauca un territorio que hasta 1912 fue parte del departamento de Boyacá (que 
incluía también a Casanare, hasta finales de la década de 1970), los U’wa han sufrido el fraccionamiento de 
su territorio, quedando actualmente en cinco departamentos colombianos: Casanare, Santander, Norte de 
Santander, Boyacá y Arauca, con una población aproximada de 8.000 personas (para finales de los 90). 
 
Pese a ello, gracias a su fuerte espiritualidad y cohesión basada en la autoridad de sus sabios o Werjayas 
(que conocen las leyes de los mayores), la preservación de su idioma (algo que la mayoría de las otras 
etnias en Arauca ha perdido por la aculturación forzada), desde inicios del presente siglo, se constituyeron 
como Organización Regional Indígena U’wa del Oriente Colombiano (ORIWOC), que se convertiría 
después en la Asociación de Cabildos y Autoridades Indígenas U’wa, ASOU’WA, que les ha permitido 
enfrentar de manera unificada los problemas que, en particular con la exploración y explotación petrolera, 
                                                 
11 ASCATIDAR. Sustentación y argumentación política, sociocultural-ambiental de la visión y el 
pensamiento U’wa sobre los impactos y medidas del proyecto de todas las comunidades y autoridades 
indígenas de Arauca. Protocolización de la Consulta Previa. Proyecto de Exploración Sísmica en el 
Territorio U’wa, Bloque Catleya (Arauca), Saravena, 7 de abril de 2005. Página 3 
12 CENSAT Agua Viva: Carta de los U’wa de Cubará (mimeo), Cubará, Boyacá, 1996. 
Situación Pueblos Indígenas Arauca- CONIP 
 
han tenido en su territorio. En consecuencia, los miembros araucanos de la etnia U’wa mantienen 
afiliaciones a su asociación propia y a ASCATIDAR. 
 
Lucha del Pueblo U’wa contra la explotación del petróleo en su territorio 
 
Desde el descubrimiento de los yacimientos petrolíferos (1983) en una zona que coincide con el territorio 
U’wa (en el llamado “Bloque Samoré”), este pueblo ha emprendido una lucha por la defensa de su 
integridad cultural, tomando como centro su concepción del mundo y su relación con la naturaleza.  “Desde 
el 27 de agosto de 1991, [la estatal petrolera] ECOPETROL firmó un ‘Contrato de Asociación’ con la 
Compañía de Petróleos ‘Cordillera S.A.’, COPECO, para adelantar actividades exploratorias sobre una 
extensión inicial de 185.688 hectáreas, ubicadas en la jurisdicción de los municipios de Güicán y Cubará, 
en el departamento de Boyacá; Toledo en el departamento de Norte de Santander, y Saravena y Tame, en 
Arauca.  Posteriormente, en abril de 1992, la empresa Occidental de Colombia [Occidental Petroleum Co., 
OXY], entró a hacer parte del Contrato de Asociación… En mayo de 1992 se adicionó un área de 23.246 
hectáreas al bloque inicialmente contratado, para un total de 208.934 hectáreas, localizadas en los 
departamentos de: Arauca, Boyacá, Casanare, Norte de Santander y Santander.  Del total de hectáreas del 
bloque contratado, el 29% correspondían a (…) Parques Nacionales Naturales El Cocuy y Tamá, y el 20% 
al Resguardo de Cobaría-Tegría-Bókota-Rinconada (…) y de la Reserva Indígena Tauretes-Aguablanca 
(…) declarada Resguardo en diciembre de 1997”.13 
 
Antes del inicio de la exploración sísmica en el territorio U’wa por parte de la empresa OXY (que ya tenía 
derechos sobre el campo petrolero de Caño Limón) en 1992, el pueblo U’wa se había movilizado 
solicitando al gobierno nacional la constitución del Resguardo Único U’wa, puesto que “el gobierno 
nacional solamente había reconocido una mínima parte de esta extensión [de su] territorio, [de 2 millones 
de hectáreas, que se extendían hasta Pedrazas, en Venezuela] (…)[que] a pesar de la deforestación 
ocasionada con la colonización a comienzos del siglo XX, conserva la biodiversidad, y parte de ello ha 
sido recuperado con el proceso de ampliación territorial en el año 1987”.14 
 
A pesar de estas demandas, la empresa petrolera norteamericana obtuvo la Licencia Ambiental que había 
solicitado desde 1992, de la autoridad encargada en Colombia y que fuera resuelta por el Ministerio del 
Ambiente, en 1994, “amparado en [una] reunión en 1995 [entre] la empresa multinacional de petróleo 
OXY, ECOPETROL, el Ministerio del Interior, representado por la Dirección General de Asuntos 
Indígenas, el Ministerio de Minas y Energía y el Ministerio del Medio Ambiente [que] nos reúne en la 
ciudad de Arauca, con el fin de informarnos que existía un proyecto petrolero en nuestro territorio, [pues] 
considera que ha consultado a la comunidad U’wa…”15.   
 
Los U’wa, con el apoyo de la Defensoría del Pueblo, interpusieron una Acción de Tutela “para evitar un 
perjuicio irremediable por la flagrante violación del derecho constitucional fundamental de la participación.  
Después de varios fallos de tribunales, la Honorable Corte Constitucional, el 3 de febrero de 1997, tutela el 
derecho de consulta que le asiste al Pueblo U’wa realizarla en el término de treinta días, consulta que nunca 
se realizó”.16 
 
Ante la expedición de la Licencia Ambiental para la OXY, la Defensoría del Pueblo presentó un recurso de 
Acción de Nulidad ante el Consejo de Estado, pero éste falló a favor de la empresa, y de ese modo, en 1997 
afirmó que “el pueblo U’wa sí había sido consultado en 1995 y que por tanto la Licencia Ambiental era 
legal”.17 Con el propósito de buscar la protección de sus derechos, los U’wa presentaron su caso ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en 1997. 
 
                                                 
13 Empresa Colombiana de Petróleos, ECOPETROL. Proceso del contrato entre ECOPETROL y 
Occidental de Colombia, En: www.ecopetrol.gov.co (VERIFICAR) 
14 Carta de los U’wa de Cubará… Op. cit., p. 2 
15 Ídem 
16 Ibíd. página 2 
17 Ídem 
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Por la intercesión del entonces ministro del ambiente, Juan Mayr, es aprobada la ampliación del Resguardo 
U’wa (Resolución 056 de agosto de 1999, expedida por el Instituto Colombiano para la Reforma Agraria, 
INCORA), “con límites que responden a los intereses del gobierno y de la OXY y no a las aspiraciones del 
Pueblo U’wa, pues de haberse respetado la petición de los U´wa, el proyecto petrolero Pozo Gibraltar I no 
se realizaría (…) pero el Ministro Mayr, frente a la insistencia U’wa de ampliar nuestras tierras, nos 
amplía el Resguardo en dos sectores que en nada afectan el proyecto petrolero”.18 En efecto, un mes 
después, la OXY recibe formalmente la Licencia Ambiental (No. 0788 del 21 de Septiembre de 1999), y en 
ella se ampara el Estado para desarrollar los planes expansionistas de esta empresa, que actualmente 
continúa operando el Campo de Caño Limón, el cual figura como propiedad privada, con guardias armados 
que la vigilan, además de la Brigada 18, creada exclusivamente para proteger el oleoducto Caño Limón-
Coveñas, objeto de ataques de la insurgencia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Por su parte, las FARC, que habían entrado a disputar el control que ejercía el ELN en los municipios de 
Tame, Fortul y Saravena, comienzan a atacar los intereses petroleros, mediante el uso de explosivos para 
cortar el suministro de petróleo en el oleoducto, algo que anteriormente solamente hacía el ELN.  En ese 
contexto, el Décimo Frente de las FARC secuestra en el mes de febrero a tres ciudadanos norteamericanos, 
dos mujeres indígenas y un antropólogo, que se encontraban desarrollando actividades de solidaridad con 
los U’wa.  Estas tres personas son halladas muertas en territorio venezolano, y a la fecha su crimen 
permanece impune.  El impacto de este asesinato en las comunidades indígenas del Arauca es muy grande, 
no solamente porque se trataba de mujeres indígenas de los Estados Unidos y un activista de la causa U’wa, 
sino porque en adelante las acciones de solidaridad con ellos se vería restringida por razones de seguridad. 
 
De acuerdo con las denuncias hechas por las autoridades U’wa, “mientras las Fuerzas Militares custodian 
la maquinaria [de la OXY] vía aérea, efectivos de [la guerrilla de] las FARC-EP lo hacen por tierra.  Este 
acompañamiento es lógico, porque la OXY debe pagar un impuesto para garantizar sus operaciones 
petroleras en la zona.  No obstante, el ELN también viene adelantando constantes hostigamientos a la 
Fuerza Pública, lo cual pone en peligro la integridad física de los habitantes de la región.  Hoy el 
territorio U’wa es un campo de guerra”.19 
 
Con base en la experiencia vivida por el pueblo Guahibo (Sikuani) de Arauquita, que vio ocupado su 
territorio y la destrucción del santuario de la Laguna La Lipa, los U’wa se movilizaron junto con sectores 
campesinos y sindicales de Arauca y Boyacá en contra de la exploración en el Pozo Gibraltar 1, en 
territorio de Cubará (Boyacá). Las consecuencias fueron “amenazas continuas, desalojos violentos y 
señalamientos que ponen en peligro la vida de nuestros comuneros, líderes y colaboradores”20. Tras tres 
episodios de desalojos, en los que participan helicópteros artillados, el ejército ataca a los indígenas U’wa, 
produciéndose la muerte violenta de tres niños indígenas, el 26 de febrero de 2000.  Posteriormente, en el 
mes de junio del mismo año, es herido a bala el Fiscal del Cabildo Mayor por la Fuerza Pública, y 40 
                                                 
18 Ibíd. Página 3 
19 Ibíd. Página 4 
20 Ídem. 
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campesinos e indígenas fueron arrestados y trasladados a la Fiscalía en la capital, Arauca, iniciándose 
procesos judiciales en su contra. 
 
Meses después, el 30 de Septiembre de 2000, el territorio U’wa fue invadido por más de 90 vehículos de 
transporte de maquinaria para iniciar la perforación del Pozo Gibraltar 1, con una “militarización 
impresionante: 3.000 efectivos del Ejército, que hacen parte del gran ‘paquete’ que el gobierno de los 
Estados Unidos entregó a Colombia, con el ya conocido ‘Plan Colombia’, proyecto apoyado por la OXY 
en el Congreso de los Estados Unidos”21  
 
Entre tanto, el gobierno nacional expidió Resoluciones para formalizar los llamados “Contratos de 
Asociación”, a la par que declaró “Áreas de Uso Exclusivo de la OXY”  una gran parte del territorio U’wa, 
así como “Reservas Territoriales Especiales”  a favor de ECOPETROL, violando los derechos al territorio 
y la autonomía indígena, que habían sido consagrados por la Constitución de 1991. 
 
La firme posición del pueblo U’wa sería respondida con una de las agresiones militares más impresionantes 
si se tiene en cuenta el tamaño de la población indígena y del territorio en cuestión: “nuestro territorio está 
militarizado con más de cuatro mil efectivos del ejército y helicópteros artillados sobrevuelan nuestro 
territorio sagrado”22  
 
Por eso, ellos identificaron desde el inicio que los intereses petroleros les iban a afectar, dividir y poner en 
riesgo:  
 
“Hasta hace unos años, nosotros como pueblo U’wa éramos invisibles para el Estado 
colombiano, para la OXY y ECOPETROL.  Cuando descubrieron que la sangre de nuestra tierra 
era dinero para ellos, se despertó su codicia y pasamos a convertirnos en un obstáculo que había 
que quitar del camino.  Entonces interpretaron a su propia manera las leyes que los pueblos 
indígenas hemos logrado después de años de lucha. Mandaron emisarios como el ministro Mayr a 
nuestro territorio. Con doble palabra y engaño en su pensamiento. Nos mandan la policía y el 
ejército para sacarnos de nuestras tierras, amenazando a nuestros hombres, mujeres y niños”. 
 
Según ECOPETROL, “la empresa Occidental de Colombia llevó a cabo una exploración sísmica por fuera 
de los límites de los Resguardos y Reservas Indígenas que se encontraban dentro del Bloque Samoré, 
adelantando un total de 202 kilómetros de sísmica”23 (subrayado en el texto) 
 
En febrero de 2002 se hizo público que Repsol-YPF había descubierto petróleo en el yacimiento de 
Capachos, en el municipio de Tame24. 
 
Durante los años siguientes, ECOPETROL y las empresas multinacionales que firmaron los contratos de 
Asociación han continuado con la exploración sísmica en la zona que fuera “descubierta” desde 1983, y 
que abarca los mismos cinco departamentos en que se halla el territorio U’wa, en especial en el Programa 
“Sarare 2D 2004”, que implicaba exploración sísmica en los municipios de Toledo (Norte de Santander), 
Cubará (Boyacá) y Saravena (Arauca). 
 
Para ello, el gobierno nacional produjo normas que le permitieran usar un marco jurídico adecuado a sus 
intereses y el de las multinacionales.  Gracias a una concepción del derecho inamovible, pero favorable a 
los intereses de la “Nación”, el gobierno promulgó el Decreto 200 de 2003, que encarga a la Dirección de 
Etnias del Ministerio del Interior, hacer la coordinación interinstitucional y convocar a procesos de consulta 
previa, y “adelantar y divulgar estudios e investigaciones sobre grupos étnicos, en coordinación con la 
Dirección de Ordenamiento Jurídico, las entidades y organizaciones relacionadas con el tema, con el fin 
                                                 
21 Ibíd. Página 6 
22 Ídem. 
23 Empresa colombiana de Petróleos, ECOPETROL op. cit. Página 2 
24 El Tiempo, 9 de agosto de 2002. Citado por: Amnistía Internacional. Colombia: Un laboratorio de 
guerra. Represión y Violencia en Arauca. AI: AMR 23/004/2004. En: 
http://web.amnesty.org/library/Index/ESLAMR230042004 
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de evaluar la incidencia social, cultural y del medio ambiente que las distintas actividades a desarrollar 
puedan tener sobre dichas comunidades, de conformidad con la ley”. 
 
En otras palabras, el Estado continuó con los planes iniciados por la OXY y no se ha detenido para iniciar 
la explotación petrolera, con el argumento de la búsqueda de suficiencia petrolera y una inminente crisis en 
el suministro de combustibles. Ya en 2004, ECOPETROL había subcontratado con dos empresas, 
“SISMOPETROL S.A.” y GEOAMBIENTAL S.A., para que iniciaran trabajos de “perfil sísmico” y el 
Plan de Manejo Ambiental, respectivamente, para lo que se denomina “Programa Sarare 2D 2004”.   
 
Desde ese entonces, las voces de Roberto Afanador Cobaría ((Berito Kubaruwa) como Cabildo Mayor del 
Resguardo intercambió cartas con el gobierno nacional, protestando por los trabajos de perforación sísmica 
realizados en terrenos del Resguardo, que fueron respondidas por ECOPETROL el 19 de octubre de 200425: 
 
“Frente a sus planteamientos de no haber consultado ni concertado con los U’wa la iniciación de 
ninguna actividad sísmica dentro o fuera del resguardo, me permito respetuosamente recordarle 
que, como las actividades del Programa Sísmico Sarare 2D 2004 se ejecutan por fuera del 
territorio indígena legalmente constituido, ECOPETROL S.A. no se encuentra legalmente 
obligado a desarrollar ningún proceso de consulta previa con las autoridades indígenas de la 
región (…) ECOPETROL ha acatado la normatividad ambiental vigente y garantizando todos los 
derechos de las comunidades del entorno”. 
 
Pero reconociendo que el petróleo está en territorio del Resguardo, termina anunciando del tipo de 
argumentos que el Estado buscaría para iniciar lo que la política oficial de hidrocarburos considera 
“Proceso de Consulta Previa” 
 
“ECOPETROL S.A. no solamente ha informado sobre sus proyectos sino que ha invitado en 
repetidas ocasiones al Cabildo Mayor que usted representa a iniciar conversaciones para que, 
concertadamente, examinen la metodología y adelantemos la consulta previa para aquellos 
programas exploratorios que esta Empresa adelantará en los Bloques Sirirí y Catleya, los cuales 
incluyen territorios del Resguardo Unido U’wa”26 
En una interpretación acomodada a los intereses de la industria petrolera, ECOPETROL estableció por 
consiguiente, un proceso de “Consulta Previa”, en el que desarrolló entre 2004 y 2005, una serie de talleres 
y reuniones en diferentes lugres, a fin de -en apariencia- corregir los “errores” detectados en el proceso 
anterior (de la OXY), basándose en parámetros como la Constitución Política de Colombia, el Convenio 
169 de la OIT y la metodología que estableciera el Programa de Sanciones No Violentas y Supervivencia 
Cultural de la Universidad de Harvard (Program on Non Violent Sanctions and Cultural Survival, 
PONSACS), en convenio con la OEA, en desarrollo de la demanda al Estado colombiano ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos formulada por el pueblo U’wa en 1997. 
En una de esas reuniones, el Presidente de la ONIC, Luis Evelis Andrade dijo que “no es disculpa (…) el 
Estado no puede decir que se ha gastado mucha plata [en el proceso de consulta previa].  Vamos a llevar 
esto de los U’wa (…) a nivel internacional.  Necesitamos que se haga claridad, con eso de que no interesa 
en el proceso de consulta si los indígenas dicen “sí” o “no”, porque ya el gobierno tiene su determinación 
y no le importa la respuesta de los indios.  Ellos seguirán con sus actuaciones.  En estos procesos no es 
solamente cuestión de Cultura, siendo esencial; pero son muchos otros factores, y hay que tenerlos en 
cuenta.  Uno de esos, importante, es el legal, el jurídico.  Sabemos de todo este proceso, en lo de los 
impactos (…) muchas personas están pendientes de este proceso; y hay muchas presiones exteriores; hay 
amenazas a los líderes, no solamente de los ilegales, sino también de los legales.  ¿Cuál es el impacto que 
                                                 
25 ECOPETROL. Carta de la Presidencia de ECOPETROL a Roberto (Berito) Afanador Cobaría. Oficio 
00340 del 19 de octubre de 2004. En: www.ecopetrol.gov.co/ECP.340.pdf  
26 Ídem. 
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se produce en relación con la respuesta que den los pueblos indígenas? …Si Caño Limón es un foco de 
desarrollo, ¿por qué se ve la mendicidad?27 
Pero la interpretación oficial a las posiciones indígenas de rechazo al proyecto de exploración y explotación 
petrolera sostiene un discurso de que la consulta previa es un “derecho” y un “deber”.   
Señores dirigentes indígenas del pueblo U' wa:  ustedes como Asociación de Autoridades 
Tradicionales y Cabildos U 'wa, son una Entidad de Derecho Público de carácter especial y como 
tal tienen unos compromisos y deberes como gobierno indígena, por ello los convoco de manera 
clara a hacer uso del Derecho Fundamental a la Consulta Previa para el proyecto exploratorio 
Catleya, fijando tiempos y reglas de juego claras; por esta razón reiteramos la importancia de la 
realización del primer taller de capacitación sobre la consulta previa en este año, adelantando 
este proceso bajo los principios de la buena fe y la transparencia28. 
 
Llamando “dilación injustificada” al cambio de fecha propuesto de mayo a septiembre de 2005, por los 
indígenas U’wa para poder reflexionar internamente las presiones continuas a que han sido sometidos por 
la Empresa estatal petrolera y el gobierno nacional, la misma dirección de Etnias reiteró su posición sobre 
lo que para ellos es el “derecho” a la Consulta Previa: 
 
Por las anteriores consideraciones, esta Dirección se permite invitar a las Autoridades 
Tradicionales U´wa, a Asou´wa y en general a las comunidades U´wa de los departamentos de 
Boyacá, Santander y Norte de Santander a hacer uso de su derecho fundamental a la consulta 
previa y los Convoca nuevamente, para el próximo viernes 27 de mayo a las 09:00 a.m., en las 
instalaciones del Concejo Municipal de Cubará, Boyacá,  a la reunión formal de concertación 
entre las partes ( Gobierno, comunidades U´wa, y empresa titular del proyecto - ECOPETROL 
S.A.) para coordinar  las actividades a seguir dentro del proceso de consulta29. 
 
Pero los  indígenas no aceptaron, como no lo han hecho hasta ahora, que hayan dado su consentimiento 
para que ECOPETROL siga adelante con su proyecto, argumentando que, desde su cosmovisión, la Madre 
Tierra no puede ser intervenida.  Sus argumentos están resumidos en el Comunicado Público del 2 de mayo 
de 2005: 
 
“¿POR QUÉ EL PUEBLO U’WA RECHAZA LA CONSULTA PREVIA? 
 
Brevemente  presentamos  las siguientes razones: 
 
a. Porque nuestro territorio no esta en venta ni será objeto de negociación; 
b. Porque las experiencias de consulta previa realizadas en otras regiones, territorios y naciones 
indígenas han demostrado que ésta se realiza para informar la ejecución del proyecto petrolero, 
legitimar la presencia del gobierno en el territorio indígena, y no para que sean respetadas las 
decisiones autónomas de los pueblos indígenas en el momento de decidir si aceptan o no el 
desarrollo de estos proyectos; 
c. Porque en los procesos anteriores no se ha garantizado la transparencia, imparcialidad y 
legitimidad con que se ejecutan los procesos de consulta previa y siempre se busca es imponer 
previamente la decisión de que el gobierno nacional ya ha tomado la decisión de ejecutar el 
                                                 
27 Reunión de “Protocolización de la Consulta Previa”. Saravena, mayo de 2005. 
28 Carta de la Directora de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia, a la Asociación de Autoridades 
Indígenas U’wa, 1 de diciembre de 2004, con copias al Presidente de la República, al Ministro del Interior 
y de Justicia, al Defensor Nacional del Pueblo, al Procurador General de la Nación, a la Ministra de 
Relaciones Exteriores, a la Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, al Ministro de minas y 
Energía, al Presidente de ECOPETROL, a la Comisión OEA-Harvard, la Corte Constitucional y los 
Personeros de Toledo y Cubará. 
29 Carta de la Directora de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia, a la Asociación de Autoridades 
Tradicionales U’wa, 10 de mayo de 2005, con copias a las mismas autoridades que en diciembre de 2004.  
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proyecto independientemente si los pueblos indígenas aceptan o no su ejecución; asimismo hay 
que recordar que en el caso U’wa  el gobierno colombiano generó dos espacios de consulta 
previa el cual choca directamente con los principios y fundamentos culturales de la unidad 
territorial y cultural que siempre hemos exigido.  
d. Porque ACEPTAR LA CONSULTA PREVIA, es aceptar previamente la ejecución del proyecto, 
es consentir, es admitir y es desmayar en nuestras pretensiones,  lo que chocaría  directamente  
con el  posicionamiento que entregamos oficialmente al gobierno nacional, y a la comunidad 
nacional e internacional el 10 de enero de  1995 en la ciudad de Arauca.  
 
Por todo lo anterior hemos tomado la decisión oficial de no aceptar la consulta previa, porque no 
garantizará el respeto del derecho a la vida de nuestro Pueblo, tampoco la autoridad jurisdiccional que 
tenemos sobre el   territorio, en consecuencia, EXIGIMOS al gobierno nacional que  nos respete las leyes 
preexistentes que amparan nuestros derechos sobre el territorio U’wa conforme lo ordena la Constitución 
Política de Colombia y las leyes internacionales que regulan la materia, y finalmente solicitamos que no 
insistan en la ejecución del proyecto de Sirirí y Catleya.”30 
 
 
A ello han llegado los funcionarios de ECOPETROL y del Ministerio del Interior, inclusive a burlarse, en 
un abierto acto de discriminación racial, de violación al derecho humano a la libertad de conciencia y 
creencias, reflejada en la espiritualidad indígena: 
 
 “La Empresa dejar constancia [sic] de que como una medida que facilite el diálogo intercultural 
y viabilidad del proyecto, propone que una Autoridad competente (Presidente de la República, 
Juez de la República, Gobernador, Ministro del Interior o Ente de Control), OIT, solicite permiso 
a la madre tierra mediante ritual y mediación de las autoridades tradicionales para entrar a sus 
entrañas, por considerar legal y legítimo el derecho de todos los colombianos a disponer de los 
recursos provenientes de los hidrocarburos que beneficien a todos los habitantes del territorio 
nacional. 
 
El Ministerio del Interior y de Justicia señala frente a la definición de territorio sagrado lo 
siguiente: 
• Si el territorio sagrado lo definen como el todo el territorio U´wa, resguardo y asentamientos, y 
se propone que no se intervenga en todo este territorio, tal propuesta y concepción se convierte en 
la práctica en la imposibilidad de realizar el proyecto en consulta, constituyéndose este 
planteamiento en un veto al proyecto, y teniendo en cuenta que el mismo Convenio 169 establece 
que no es admisible el veto a un proyecto, este planteamiento debe revisarse31.  
 
Ante ello, el Pueblo Indígena U’wa ha mantenido su postura de dignidad: 
 
Los delegados de la comunidad en cumplimiento de los derechos constitucionales y el 
reconocimiento a la diversidad cultural como parte del país y la Nación, piden al Presidente de la 
República el cumplimiento de los derechos y reglamentación de los mismos, las políticas de 
hidrocarburos para el beneficio del país y las comunidades indígenas, el fortalecimiento de las 
instituciones para seguir ejerciendo nuestro derecho en la toma de decisiones en las consultas. 
Reglamentar la ley de hidrocarburos de acuerdo con el Convenio 169, artículo 15 a través de una 
consulta. El pueblo u´wa somos culturales y nuestra cosmovisión y cultura no debe ser una 
barrera para el desarrollo del país, sino que sea entendida como la razón de ser de nuestra 
existencia. Este ejercicio de impactos y medidas es una mirada del equipo indígena y la posición 
final será tomada por las Autoridades indígenas el 7 de abril de 2005.32 
                                                 
30 ASOU’WA. Posición Oficial del Pueblo U’wa frente al tema de la Consulta Previa dentro del 
Proyecto de Exploración Petrolera Sirirí y Catleya, ubicado en territorio U’wa. Resguardo Indígena 
Unido U’wa, 02. 05 -05, 
31 Acta VI “Taller de identificación y concertación de impactos y medidas del Programa Sísmico Consulta 
Previa al Pueblo U’wa de Arauca, Bloque Catleya. Saravena, Arauca, abril 2, 3 y 4 de 2005 
32 Ídem. 
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Dicha posición se resumió en una sola frase, como resultado del ayuno y el discernimiento de las 
Autoridades Indígenas U’wa: “Le decimos al gobierno nacional que no nos molesten más33”.   
 
Pero el gobierno siguió adelante. El abogado Pedro Vallejo, quien fuera funcionario de la Dirección de 
Etnias del Ministerio del Interior hasta principios de 2006, terminó siendo contratado por ECOPETROL 
como “Consultor”34 y aprovechando el conocimiento de las comunidades y del proceso de “Consulta 
Previa” que la compañía petrolera pretende adelantar en el Resguardo Unido U’wa, ha propiciado la 
división y la confusión entre el pueblo indígena. 
 
En efecto, como lo afirma el estudio con fecha 30 de junio de 2005 (presentado a la Comunidad por el 
Viceministro del Interior y el propio Vallejo, entre otros, en junio de 2006), “la dirección de Etnias elaboró 
una propuesta de consulta que presentó y concertó con los U’wa de Arauca (…) Convocó a las 
comunidades, a sus autoridades propias y a su organización, para desarrollar el proceso bajo los 
principios de la buena fe y la transparencia. ASCATIDAR acordó adelantar la consulta, de manera 
independiente del resto de las comunidades U’wa de los otros departamentos.  El proceso formal se llevó 
a cabo entre abril de 2004 y abril de 2005”35(subrayado nuestro). 
 
La conclusión de dicho estudio no puede ser más contraria al espíritu de las normas que protegen los 
derechos indígenas, en especial el Convenio 169 de la OIT, cuando la Dirección de Etnias concluye que: 
 
“El Proyecto de Exploración Sísmica Bloque Catleya de ECOPETROL S.A. no vulnera la 
integridad étnica y cultural de las comunidades indígenas U’wa de Playas de Bojabá, 
Chivaraquía, Uncaría, San Miguel, Calafitas I y Calafitas II, del municipio de Saravena, y Cerro 
Alto-Cibariza del municipio de Fortul, en el departamento de Arauca” 36(subrayado nuestro) 
 
Acto seguido, señala [la entonces] directora de Etnias, Luz Elena Izquierdo Torres, indígena de la Sierra 
Nevada de Santa Marta, que este estudio es “el primero de esta índole que se desarrolla en el marco de un 
proceso de consulta y se oficializa como resultado del mismo” cuestión reiterada en su intervención en 
Saravena por el Viceministro del Interior, cuando dijo que para el gobierno, esta reunión de entrega del 
informe a las comunidades se “daba por surtido el proceso de consulta previa37”. 
 
Tanto la Empresa como el gobierno deben “realizar las acciones señaladas en este estudio para garantizar la 
integridad étnica y cultural de las comunidades U’wa del área de influencia del proyecto”, y (…) 
“garantizar el mejoramiento de las condiciones de vida de las comunidades indígenas U’wa del área de 
influencia” del mismo.  El primer punto en el plan de acción era “informar a las comunidades U’wa la 
decisión tomada”, que como se dijo, se hizo un año después, en junio de 2006. 
 
Finalmente, ECOPETROL elevó el caso ante el Consejo de Estado, cuyo fallo no pudo ser revisado para 
este estudio, pero se menciona que el 19 de julio de 2006, el Comité Ejecutivo del Cabildo Mayor de la 
                                                 
33 Asociación de Autoridades Tradicionales y Cabildos U’wa, ASOU’WA. Comunicado Público. Cubará, 
2 de mayo de 2005. 
34 ASOU’WA. Carta a la doctora Josefina Araújo Baute, Directora de Etnias del Ministerio del Interior y a 
la doctora Luz Elena Izquierdo Torres, Alta Asesora de Asuntos Indígenas. Requerimiento oficial por 
violación del derecho de propiedad y el desconocimiento de autoridades indígenas”. Cubará, 25 de 
mayo de 2006. 
35 Ministerio del Interior y de Justicia. Estudio sobre los efectos que en las comunidades indígenas U’wa 
del departamento de Arauca podría causar el proyecto de Exploración Sísmica Bloque Catleya, y 
sobre las condiciones de viabilidad para su realización”.  La Dirección de Etnias del Ministerio del 
Interior y de Justicia al señor Presidente de la República de Colombia. Bogotá, DC., junio 30 de 2005. 
36 Ibíd. Página 29 
37 CONIP. Notas de la reunión de entrega del estudio de efectos del Proyecto de exploración sísmica del 
Bloque Catleya.  Saravena, 24 de junio de 2006. 
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Asociación de Cabildos y Autoridades Tradicionales Indígenas U’wa, ASOU’WA, se pronunció 
rechazando el fallo que permitirá seguir adelante con los trabajos de ECOPETROL y sus asociadas 
transnacionales, señalando que “Los U´was de Boyacá, Santander y Norte de Santander hasta este 
momento no hemos decidido si aceptamos  o no aceptamos la consulta previa.  Esta decisión debe ser libre 
y autónoma de nuestra parte y no bajo presión del gobierno, por lo tanto hemos decidido que lamisca la 
esteremos entregando  por escrito  el 31 de agosto de 2006 ante la dirección de etnias del ministerio del 
Interior y de Justicia, y no como lo solicitó el abogado consultor Pedro Vallejo  en reunión sostenida con el 
cabildo mayor U´wa el 16 de mayo de 2006 en la sede de Asou¨wa en Cubará, Boyacá. Para el pueblo 
U´wa el concepto del Consejo de Estado es de corte político y económico más no jurídico”.38 
En consecuencia, la situación de división creada por la Empresa estatal ECOPETROL S.A., el 
Ministerio del Interior y de Justicia, el Ministerio de Minas y Energía, el delegado presidencial para 
la política petrolera, el Ministerio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, así como los 
demás funcionarios y funcionarias que han intervenido en este proceso, además de la posición débil e 
inconstante de órganos de control del Estado y ONG y las limitaciones que han impedido a otras 
organizaciones indígenas de carácter nacional e internacional estar al lado del pueblo U’wa, hacen 
que en estos momentos se cierna sobre ellos un panorama de un conflicto más profundo, cuyas 
consecuencias podrían significar la extinción de los U’wa. 
 
 
Violaciones de los derechos civiles y políticos 
 
Militarización de la vida civil en Arauca 
 
En el departamento de Arauca se han concentrado en los últimos años miles de efectivos militares.  Desde 
la creación en septiembre de 2002 de las “Zonas Especiales de Rehabilitación y Consolidación” (Decreto 
2002 de 2002), a los tres batallones que ya existían en la zona se sumó la creación –con fondos del Plan 
Colombia- de la Brigada XVIII. 
 
Esta Brigada contaba, además, con la presencia reportada en territorio araucano de “68 instructores 
militares del ejército de los Estados Unidos en tácticas antiterroristas y contraguerrillas39”, pero su número 
fue incrementado tras las adiciones aprobadas por el Congreso de los Estados Unidos en 2005, que subió la 
cantidad de “asesores militares” de 600 a 800 personas en todo el país, y de “asesores civiles del Plan 
Colombia”, de 600 a 800 oficialmente; CITA además de la Brigada y los tres batallones (Héroes de 
Saraguro, ubicado en Arauquita, Navas Pardo que actúa en Tame, y Héroes de Tarazá localizado en Fortul); 
el gobierno nacional destinó la Fuerza de Despliegue Rápido, FUDRA para reforzar la presencia militar en 
esta zona fronteriza con Venezuela, así como la Brigada Móvil No. 5. 
 
“La Policía Nacional, con ocasión de las medidas del Gobierno [decreto 2002/02], aumentó sus efectivos 
considerablemente, [con] aproximadamente 400 hombres, repartidos en los siete municipios, y un 
escuadrón antidisturbios”. La Armada Nacional fue fortalecida con equipos, especialmente lanchas rápidas, 
que facilitan la vigilancia de las vías fluviales.” 40 
 
Según informes de prensa de 2002, tras la declaratoria de la Zona Especial de Rehabilitación y 
Consolidación y la creación de la Brigada 18, “[En] el departamento de Arauca (…) se encuentran más 
militares por habitante que en cualquier otro departamento en Colombia. Según el Comando General de las 
FF.MM. en Arauca están acantonados los batallones 24, 27, 30, 46, 49 y 52 de contraguerrilla.  También 
actúan El número Uno del Plan energético petrolero, el Navas Pardo, el 43 de Infantería de Marina y 
unidades de la FAC, la Fuerza Aérea, con helicópteros artillados y los aviones Sky. “A esto se suma la 
                                                 
38 ASOU’WA. Pronunciamiento público. Los U’wa rechazamos rotundamente el concepto del Consejo 
de Estado frente a la decisión de dar vía libre a la búsqueda de petróleo en territorio U’wa. Cubará, 
19 de julio de 2006. 
39 Defensoría del Pueblo, op. cit., página 1 
40 Ídem. 
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llegada de la Brigada Número Tres, que desde la semana pasada apoya la ofensiva contra el ELN y las 
FARC en Saravena”, informó el diario El Espectador el domingo pasado. 41 
 
“Esto ha dado lugar a una campaña sistemática de amenazas y homicidios contra campesinos, 
miembros de comunidades indígenas, defensores de los derechos humanos, periodistas y 
sindicalistas, así como contra civiles a quienes los paramilitares acusan de ser miembros o 
simpatizantes de la guerrilla. Los paramilitares también han tratado de mantener a la población 
civil bajo control creando un clima de temor mediante matanzas, "desapariciones" y tortura. 
Existen sólidos indicios de que algunos sectores de las fuerzas de seguridad siguen estando en 
connivencia con los grupos paramilitares, y la distinción entre ambos suele difuminarse a 
propósito para intensificar el clima de temor e inseguridad entre los civiles. De hecho, las 
operaciones de las fuerzas de seguridad prepararon inicialmente el camino para la presencia de 
los paramilitares en el departamento de Arauca. Si las fuerzas de seguridad están actuando en 
abierta connivencia con las fuerzas paramilitares, ¿a quién pueden acudir los civiles en busca de 
protección?”42 
 
La situación de violaciones de los derechos humanos de los indígenas en el departamento de Arauca 
requiere abordarse de manera explícita.  A pesar de la gran atención internacional que ha tenido el 
departamento de Arauca ante la crisis humanitaria por los asesinatos, el desplazamiento y otras violaciones 
de derechos humanos y del seguimiento que hacen en esta zona numerosas organizaciones nacionales e 
internacionales, las menciones explícitas a la situación indígena son muy escasas y esporádicas.  Por esa 
razón, en este informe se buscó información de varias fuentes, incluso la obtenida en la visita de campo del 
CONIP, para poder aportar la visión de los propios indígenas en este contexto tan complejo. 
 
 
Detenciones Arbitrarias 
 
A partir de la instauración de las “Zonas Especiales de Rehabilitación y Consolidación”, en la zona de 
Arauca por donde pasa el oleoducto Caño Limón- Coveñas (así como en la región de los Montes de María, 
en Sucre y Bolívar, en el Caribe), las facultades otorgadas a la Fuerza Pública para arrestar sin orden 
judicial previa, los registros obligatorios de población y otra serie de violaciones al derecho a la libertad y 
la seguridad personales, afectaron también gravemente a miembros de las comunidades indígenas.   
 
“En especial, se denuncian las retenciones masivas de personas, las cuales son llevadas a la 
estación de policía, identificadas, fotografiadas y filmadas. Las quejas también se refieren a los 
registros de las residencias. Cabe señalar que sobre el particular, la Defensoría no ha recibido 
quejas”.43 
 
De acuerdo con esta información de la Defensoría del Pueblo, en noviembre de 2002 se registraron en 
Arauquita, 19 personas detenidas en la vereda El Triunfo, y 13 más en la Vereda El Oasis, que estuvieron 
cinco días detenidos, sin explicación alguna.44 
 
En la misma fecha, en Saravena, fueron detenidas 92 personas, que permanecieron recluidas en la Estación 
de Policía por 36 horas.  52 fueron puestas en libertad después de ese período, 6 recobraron la libertad en el 
momento de rendir la indagatoria, y 46 más fueron procesadas por el delito de rebelión45. 
 
                                                 
41 Dick Emmanuelsson. Arauca, el departamento más militarizado. Arauca, 18 Noviembre de 2002. 
42 Amnistía Internacional. Colombia: un laboratorio de guerra. Represión y Violencia en Arauca. En: 
http://web.amnesty.org/library/Index/ESLAMR230042004 (página 30) 
43 Defensoría del Pueblo. Proyecto apoyo Defensorial en Zonas de Rehabilitación y Consolidación.  
Primer Informe de actividades. Bogotá, marzo de 2003. 
44 Ídem. 
45 Defensoría del Pueblo. Informe de derechos humanos sobre la Zona de Rehabilitación y 
Consolidación en el departamento de Arauca. Resumen ejecutivo. Bogotá, mayo de 2003. 
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Ante las reiteradas denuncias, la Defensoría formuló un conjunto de recomendaciones, entre las que se 
encontraban: 
 
1. Exigir a las Fuerzas Armadas la cesación de allanamientos sin previa orden judicial, abusando de la 
figura del registro voluntario.   
2. Conminar a la Policía Nacional para que adopte mecanismos más eficaces de acercamiento a la 
población civil, ya que ante los frecuentes operativos de identificación de personas, la población se 
siente asediada por su Fuerza Pública46 
 
En 2003, el ELN atropelló a la comunidad de Parrero, deteniendo a tres comuneros durante seis días en el 
Batallón “Navas Pardo”. Una vez declarada inconstitucional la mencionada ley, el gobierno nacional 
detuvo las capturas masivas a finales de ese año.  Sin embargo, en 2004 se reiniciaron las capturas, por 
señalamientos de informantes.  Aunque no hay información actualizada disponible, el Informe de la 
Defensoría del Pueblo sobre indígenas privados de la libertad en establecimientos penitenciarios y 
carcelarios del Instituto Penitenciario y Carcelario, INPEC, indica que en Arauca solamente habría un (1) 
indígena recluido.47 
 
Torturas y penas y tratos crueles, inhumanos y degradantes 
 
En el desarrollo de operaciones de control a la población, son frecuentes los atropellos  por parte de la 
Fuerza Pública, incluso miembros de comunidades indígenas. La Defensoría del Pueblo, “a través del 
Defensor Público, realizó el seguimiento de las capturas y retenciones masivas de personas residentes en el 
municipio de Saravena, el día martes 12 de noviembre. En esta fecha, se recibieron quejas por algunos 
excesos de la Fuerza Pública para realizar tales operativos, todos referidos al trato y métodos de reclusión, 
y no al exceso de sus facultades para capturar en aquel momento”.48 
 
Las comunidades indígenas Betoye han sido las más afectadas por estar ubicadas en zonas de permanente 
enfrentamiento armado.  Sin precisar la fecha, testimonios de comuneros desplazados49 señalaron que en las 
comunidades de Velasqueros y Parreros se produjeron en el primer semestre de 2006, hostigamientos por 
tres horas a las mujeres por parte de la Brigada Móvil del Ejército.  De la misma forma, indígenas de la 
comunidad de Roqueros denunciaron que su Capitán indígena fue maltratado: les taparon los ojos y lo iban 
a ahorcar, “pero al final, lo soltaron”, porque lo acusaban de guerrillero. 
 
Asesinatos 
 
Como lo señaló un informe de la Vicepresidencia, la mayoría de las muertes en el departamento se 
atribuyen a las Autodefensas Unidas de Colombia, que actuaban en la zona, a través del Bloque 
“Centauros”, con presencia en Tame y Puerto Rondón.  Este frente dependía del jefe paramilitar Arroyave, 
que ingresó al territorio de Arauca con el apoyo de “las AUC I, pertenecientes a las autodefensas del 
Casanare, que operan en el municipio de Cravo Norte, y los grupos Autodefensas del Casanare y Central 
Bolívar ACCB-AUC, que eran lideradas por Vicente Castaño y los “Mellizos”. Este grupo era disidente de 
Carlos Castaño y se denominaba “Bloque Vencedores de Arauca”.  
 
“La estrategia de las AUC parece responder al intento de apoderarse de las zonas del piedemonte y 
llanura de Arauca, con el objeto de controlar el abastecimiento y la movilización por el Departamento y 
así acorralar a la guerrilla en las zonas de montaña”50 
                                                 
46 Defensoría del Pueblo. Informe de derechos humanos… op. cit., p. 5 
47 Defensoría del Pueblo. Informe No. 119: Indígenas privados de la libertad en establecimientos 
penitenciarios y carcelarios del INPEC. Bogotá, 17 de enero de 2006. 
48 Defensoría del Pueblo. Informe de derechos humanos sobre la Zona de Rehabilitación… p. 5 
49 Testimonios de comuneros desplazados de Betoyes. Fortul, junio de 2006 
50 Defensoría del Pueblo. Informe de derechos humanos sobre la Zona de Rehabilitación… p. 4 
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La arremetida paramilitar fue feroz: “En febrero de 2002 se inició una huelga cívica convocada por 
organizaciones sociales contra la presencia de paramilitares en el municipio de Tame, que llevó al gobierno 
a firmar, el 4 de marzo, un acuerdo con estas organizaciones. En virtud de ese acuerdo, el gobierno se 
comprometía a garantizar la seguridad de la población civil y a tomar medidas para combatir a los grupos 
armados ilegales que actuaban en el municipio”, a través del Decreto No. 1722 del 6 de agosto de 2002, 
“Por el cual se crea la “Comisión Intersectorial para la promoción, respeto y garantía de los Derechos 
Humanos y del Derecho Internacional Humanitario en el departamento de Arauca” y se dictan otras 
disposiciones tendientes a combatir la impunidad”. “Sin embargo, gracias a ese mismo acuerdo, los 
paramilitares pudieron consolidar su presencia en otras partes del departamento de Arauca”51.  
El peor momento de la zozobra causada por asesinatos extrajudiciales lo vivió Tame, puesto que como lo 
establecieran informes oficiales, del 2003, se registraron 104 muertes violentas. En todo el 2002, se 
registraron 14452.  Según un informe de la Vicepresidencia de la República, de 200453, el departamento de 
Arauca vivió una serie de masacres, precisamente en los municipios con mayor concentración de población 
indígena: 
 
Año Número masacres Víctimas Lugar 
1998 2 9 Arauca y Arauquita 
1999 0 0 0 
2000 2 9 Arauca capital 
2001 1 5 Arauquita 
2002 4 18 1 Saravena, 3 en Tame 
2003 7 30 1 Fortul, 2 Saravena y 4 en Tame 
2004 4 37 Tame 
 
“De los cuatro homicidios de indígenas que se registraron en 2003 en el departamento, uno tuvo 
lugar el 31 de enero cuando desconocidos asesinaron a un indígena de la etnia Kumba (sic) en 
Tame; otros dos ocurrieron el 23 de febrero, cuando dos indígenas Tule (sic) fueron muertos a 
manos de las autodefensas en Tame y el cuarto acaeció el 1 de marzo, cuando desconocidos 
asesinaron a un indígena Betoye (Guahíbo) del resguardo Julieros, Velazqueros, Genareros, 
Parreros, Roqueros en el municipio de Tame.  Por otra parte, el 5 de mayo se registró una 
masacre de indígenas en Arauca, cuando las autodefensas asesinaron a 5 indígenas del resguardo 
Julieros, Velazqueros, Genareros, Parreros, Roqueros en Tame, secuestraron a 20 más y violaron 
a varias mujeres”54.  
 
“En 2004 mataron a los muchachos Alonso Uribe y Arquímedes Castillo, en Tame. Sabiendo que 
estaba la Policía y el Ejército, los mataron y los hicieron pasar como guerrilleros de las FARC. 
Eso fue el ejército nacional, porque ¿quién más?  
 
“El caso de María Trocaría, [de la comunidad de Macarieros], que iba a final del mes de junio, 
de 2005, había un retén de guerrilleros que detuvieron dos camionetas, al medio día.  Al mirar 
esas dos camionetas, entonces venían las tanquetas y venía la motorizada a Tame.  Y entonces al 
mirar que arrancaron los guerrilleros, dijeron ‘ahí va la h.p. guerrilla’ y comenzaron a disparar.  
Los de las dos camionetas alzaban a los jugadores [de fútbol], a los niños, peor; pero nada valía. 
Alzaron dos camisetas blancas, pero nada sirvió… Allí cayó María Trocaría y dos negros y una 
blanca. Ahí cayeron todos, más los heridos que tuvieron.  Todo eso fue por el ejército nacional.  Y 
a la guerrilla no le hicieron ningún tiro, sino que nos dejaron ‘enbalados’ a los civiles”55 
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52 Vicepresidencia de la República. Algunos indicadores de derechos humanos a septiembre de 2004 en 
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53 Ibíd. P 4 
54 Ídem. 
55 Testimonio de comuneros del pueblo Betoye. Fortul, junio de 2006. 
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Durante el 2006, se reportó una masacre en Arauca, capital departamental, de 5 campesinos en territorio 
venezolano, presuntamente a manos de un militar de ese país, en hechos sin aclarar aún.   
 
Con ocasión de la desmovilización paramilitar, es importante anotar que en repetidas ocasiones, las  
organizaciones indígenas habían denunciado ante autoridades estatales y gubernamentales, la connivencia 
entre paramilitares y Fuerza Pública: 
"En la zona no hay paramilitares, allá con el ejército entran, aparecen y luego vuelven a aparecer 
con brazaletes de las AUC son los mismos, ellos han violado indígenas y matado indígenas... 
Ellos descuartizaron a una joven de 12 años (sic), que estaba embarazada y le sacaron el feto".56 
Este caso, que causó el desplazamiento forzado de la comunidad se registró cuando “según informaciones, 
en… Parreros (Tame, Arauca), el 5 de mayo [de 2003], Omaira Fernández, una muchacha de 16 años, 
embarazada, fue… violada y asesinada”.57 
La disputa entre paramilitares y guerrillas por el control de la población y el territorio no se hizo esperar.  
Así lo narraron los dirigentes indígenas: 
 
Los paramilitares buscaban matar a la comunidad.  La Policía realizó combates en zona de la 
comunidad de Parrero; entraron a las casas y quitaron todo… [Hubo] Combates en la comunidad 
de Roquero, entre las AUC y las FARC, desde las cinco de la mañana, en donde hirieron a la 
señora Carmen María Tocaría, el 6 de marzo de 2006. En la comunidad de Macarieros, 
Arquímedes Alonso Uribe, fue asesinado en la comunidad.58 
 
Amenazas y hostigamiento: 
 
Las acciones de control desarrolladas por las autoridades en contra de la población de Arauca llevaron a la 
protesta formal de la Defensoría del Pueblo durante la existencia de la Zona de Rehabilitación y 
Consolidación, sin mayores resultados: 
 
“Se denuncia el constate censo que se realiza en el aeropuerto de Arauca, en donde se fotografían 
a los viajeros, por personal sin uniforme. Allí se les pregunta las razones de su visita, profesión y 
lugar de hospedaje. La Corte Constitucional en reiteradas ocasiones manifestó la 
inconstitucionalidad de estas prácticas.  Al respecto al Defensoría pidió al Comandante de 
Policía de Arauca que cesara dicho censo, pero ello no ha ocurrido” 59 
 
Las acusaciones penales en contra de funcionarios estatales y gubernamentales, pese a haber sido muchos 
de ellos objeto de persecución por las guerrillas, como auxiliadores de los grupos insurgentes, que habrían 
obligado a canalizar fondos públicos para obras que favorecían a las guerrillas, llevó a la estigmatización y 
señalamiento de miles de personas, con graves consecuencias para sus derechos humanos: 
 
“En estas zonas, el tachar de subversivos a los civiles proporciona un pretexto para emprender 
operaciones militares o paramilitares en las que se cometen violaciones de derechos humanos 
para silenciar a quienes hacen campaña en favor de los derechos sociales y económicos o para 
obligar a los civiles a abandonar zonas de importancia económica. En particular, el ejército y la 
policía han atacado a campesinos, comunidades indígenas, defensores de los derechos humanos y 
sindicalistas. La estigmatización de estos grupos como colaboradores de la guerrilla se ha visto 
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57 Amnistía Internacional, Op. cit., p. 29 
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exacerbada por la campaña emprendida por el gobierno para minar la legitimidad de su 
trabajo.”60 
 
Pero la persecución y la estigmatización persisten. Aunque muchas personas han huido de la región, tanto 
como desplazados internos, como refugiados, y otras más fueron capturadas, y aún permanecen detenidas, 
condenados por rebelión, la Oficina de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos informó que,  
 
“En materia de prevención y protección, se adoptaron algunas medidas positivas, como la 
adopción de protocolos para regular ciertos procesos del Comité Interinstitucional de Alertas 
Tempranas (CIAT) y el incremento del presupuesto para los programas de protección del 
Ministerio del Interior. Sin embargo, continúan existiendo debilidades en el campo operativo para 
adoptar y dar seguimiento a las alertas, así como debido a tardanzas e ineficacia en la evaluación 
de los riesgos. La emisión de una circular sobre el respeto del trabajo individual y colectivo de 
los defensores de derechos humanos no ha cubierto adecuadamente la recomendación de 
sancionar los incumplimientos de las directivas presidenciales en la materia. No se observaron 
avances concretos para la revisión de los archivos de inteligencia. Se adoptaron algunas medidas 
destinadas a 2 de las 12 comunidades indígenas en riesgo de extinción incluidas en las 
recomendaciones. Se observaron esfuerzos importantes para atender los requerimientos de la 
Corte Constitucional para la debida atención de los desplazados, aunque continúa siendo 
necesario seguir avanzando.”61 OACDH-ONU  p 5 
 
Después de cientos de violaciones de derechos humanos en Arauca, y tras la “pacificación” hecha por las 
autodefensas, según el informe de la Sala de Situación Humanitaria de la ONU, “El Comité Intersectorial 
de Alertas Tempranas CIAT, realizó un informe de seguimiento sobre el Sistema en Arauca, sobre los cual 
concluyó entre otras que: ‘Las recomendaciones hechas por el CIAT y adoptadas por las autoridades 
civiles y militares de la región, la presencia permanente de autoridades nacionales y el compromiso de las 
regionales y municipales, han mejorado de manera significativa la situación de la región, dando como 
resultado que los riesgos advertidos en los informes de riesgo y en las notas de seguimiento no terminen en 
acciones que afecten la seguridad de la población civil del departamento. Desde esa perspectiva, las 
decisiones del CIAT que han recomendado una presencia permanente de la Fuerza Pública en el 
departamento, han permitido controlar las acciones de los grupos alzados en armas al margen de la ley y 
garantizar la seguridad y convivencia ciudadanas’.62 
 
Sin embargo, la impunidad es lo que prima y como se ha explicado en este informe, la situación de 
violaciones graves, sistemáticas y masivas de los derechos humanos de la población indígena se mantiene.  
Independientemente de cursos de capacitación, como los organizados por la Gobernación de Arauca para la 
Fuerza Pública en la última semana de Arauca, con participación del CTI de la Fiscalía y el DAS, lo que se 
requiere es la solución real de los problemas que originan dichas violaciones, que se investigue y se 
sancione a los responsables y se proteja a estas comunidades en riesgo.  
 
Siendo Arauca una de las zonas que ha priorizado el Programa de la Vicepresidencia para Comunidades en 
Riesgo, y que este programa conjunto de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y 
de Justicia, conjuntamente con la Dirección de Etnias, es “proteger a las comunidades que se encuentran en 
situación de alto riesgo, ya sea con el fin de prevenir el daño (intervención oportuna del Estado para evitar 
violaciones, a través de medidas políticas, sociales, jurídicas y culturales que neutralicen tanto a los actores 
como a los factores de riesgo), atenderlo, o repararlo posteriormente”63, no se observan acciones concretas 
en este sentido para atender a las comunidades indígenas araucanas. 
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Mujeres y niñas 
 
Aunque las denuncias no llegan por lo general ante autoridades competentes, en el departamento de Arauca 
la situación de graves violaciones de los derechos de las mujeres representa un alto índice.  Pero uno de los 
grupos más afectados dentro de las mujeres, son las mujeres indígenas.   
 
En desarrollo de las graves violaciones cometidas por las partes en el conflicto, las niñas y las mujeres 
Betoye han sido particularmente impactadas, como el caso mencionado del 2003: 
 
“[en el caso de Omaira Fernández, de 16 años], sus atacantes le abrieron el vientre y le sacaron 
el feto y luego introdujeron el cadáver de la joven en una bolsa que, según informes, después 
arrojaron al río Cravo.  En Velasqueros, tres niñas indígenas de 11, 12 y 15 años fueron también 
violadas, según indican los informes.  Estos y otros ataques del Ejército y los paramilitares, así 
como los combates entre los paramilitares y la guerrilla, obligaron a centenares de personas a 
huir a localidades cercanas como Saravena”.64 
 
A pesar de que en este caso están acusados miembros del ejército, del Batallón Navas Pardo, que estuvieron 
acantonados en la comunidad de Velasqueros del 30 de marzo al 2 de abril de 2003, el caso sigue impune, y 
las situaciones de acoso sexual, abuso e intento de violación por parte de las tropas se mantienen:  
 
De acuerdo con testimonios de mujeres Betoye, el martes 17 de abril de 2006 se presentó un incidente por 
el intento de violación a Rosa Campo, Gladys Fernández y una niña de 12 años de la comunidad de 
Parreros y Velasqueros.  Ellas denunciaron que cuando iban a buscar unas ropas al otro lado del río, fueron 
retenidas por espacio de tres horas por miembros de la Brigada Móvil No. 5, que les preguntaban por la 
guerrilla. “Esos son los que más joden en todas las comunidades indígenas”. Luego de mucho acoso, una 
joven indígena decidió irse con la tropa, prostituyéndose con varios de ellos, pero como las otras no 
hicieron caso a los soldados, las insultaron y amenazaron, defendiéndose entre todas para no permitir que 
las abusaran.65 
 
Los comuneros denunciaron que se han incrementado las enfermedades e infecciones de transmisión sexual 
por los blancos, con casos de SIDA, y gripa. Reportaron que la guerra ha afectado mucho a las mujeres 
indígenas Betoye, porque entre las mujeres que estaban embarazadas al momento de salir desplazadas tras 
la muerte de una pareja indígena a manos de las guerrillas de las FARC en marzo de 2006, se presentaron 
tres nacimientos de niños “flacos”.  Finalmente, reportaron que por los enfrentamientos armados, el 13 de 
junio de 2006 fue asesinada una mujer, sin precisar más datos.66 
 
Como ha sido reportado por Amnistía Internacional, “además de las comunidades indígenas y campesinos 
y de los sindicalistas, también los (…) profesores y otros sectores civiles de Arauca han sido víctimas de 
amenazas y homicidios por parte de la guerrilla y los paramilitares, que han sido blanco de ataques 
porque su trabajo los pone a menudo en contacto con los dos bandos del conflicto.  También se ha atacado 
a mujeres en ocasiones por su trabajo como maestras (una profesión con una gran representación 
femenina), y otras veces por haber entablado relaciones con miembros de uno de los bandos del 
conflicto.”67 
 
Un ejemplo de esta tendencia fue el asesinato de la profesora indígena Betoye, Luz Myriam Farías, de 25 
años por la guerrilla de las FARC-EP, en la comunidad de Caño Claro, el 6 de marzo de 2006: 
 
“…  Primero fue el asesinato de mi hermano Juan Rodríguez Villamizar, cuando se dirigía al colegio de 
Tame, él llevaba la profesora, [que] no era bachiller ni nada, sino que estaba comenzando a trabajar, a 
prepararse para liderar la comunidad de nosotros. La profesora tenía unos 25 años y mi hermano, 19.  
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Fue el X Frente de las FARC, ese grupo armado de Alfonso Castellanos fue el responsable. Mi hermano se 
dirigió el viernes a Tame, fue a la clase y cuando venía a la comunidad de regreso, lo bajaron a él de la 
moto (que estaba pagando por cuotas).  Los bajaron a los dos, a Juan y a la Profesora. Ese día no lo  
mataron.  A ellos los detuvieron y cuando se bajaban a la comunidad, llegaron de Tame se fueron a las 12 
del día, los bajaron a la comunidad, y llegando a Caño Limón les quitaron la moto, les dijeron que eran 
“sapos” y “uribistas”, que Uribe los había mandado a Juan y a Luz Myriam para que dañaran el paro que 
ellos tenían.  Cuando ellos preguntaron que por qué les quitaban la moto, si no la habían robado, y entre 
ellos dijeron que eran “paracos”. Lo quitaron y les pasaron un comunicado, y la profesora como tenía 
‘pesadilla’ por lo que pasaba [estaba enojada], rompió el comunicado de ellos. Les preguntaron que si 
tenían celular. La “profe” dijo que no tenía, y le quitaron a la mala el bolso y le encontraron el celular, y 
les dijeron que eran un sapo o un paramilitar, ‘no queremos nada con ustedes. Váyanse para la casa’. 
Llevaba el finado el mercado y lo dejaron en una casa, y se fueron a la comunidad, llegando como a las 4 
de la tarde, los dos “enguayabados” [tristes], llorando por la moto que les habían quitado.  Al otro día yo 
tenía una reunión con la comunidad para hacer un mercado; teníamos 300 mil pesos y entre todos 
habíamos puesto de a 16 mil pesos.   
 
Entonces cuando la profesora nos dijo a mí y al Capitán dijo por qué no íbamos a hablar con ellos para 
recuperar la moto, pero yo dije que no, porque de pronto nos jodían a nosotros.  El finado estuvo aquí 
hasta las 11 del día, reunido con nosotros, el 5 de marzo, que fue un día domingo.  Cuando él comenzó a 
hablar unas palabras y le dije al gobernador que iba a buscar el mercado, porque tenía que sembrar el 
maíz, en unas dos hectáreas de rastrojo… Le dijimos que no fuera solo porque lo iban a joder, pero él dijo 
que iba a buscar la moto. Cuando llegó a Caño Limón, a buscar el mercado, lo agarraron. Lo amarraron, 
lo bajaron de la yegua y la silla de la yegua, nuevecita que él había comprado, se la robaron.  La yegua la 
habían amarrado también para que se muriera.  En esas eran las 5 de la tarde, cuando la profe me dijo 
que se iba a Caño Limón, porque sentía algo, que a Juancho le había pasado algo.  Como nosotros somos 
indígenas, estábamos tristes, porque teníamos presagios.  Ella se fue con su hermana, a buscarlo. Llegaron 
a Caño Limón y le preguntaron a los blancos, que les dijeron que habían cruzado con una yegua.  Ellos 
llegaron en la noche, ya oscuro, y preguntaron por el marido de la profesora.  Ellos dijeron que sí, que lo 
habían bajado unos señores y les habían mandado a cerrar la puerta.  Cuando abrieron, ya no estaba el 
muchacho allí. 
 
La profesora preguntó si lo habrían matado.  Al regresar para la comunidad, en la carretera escucharon 
unos tiros. Fueron tres tiros que le pegaron a Juan.  Luego le preguntaron a una señora de un negocio, qué 
era y dijeron que habían matado un tipo. Eran como las 7 de la noche.  Con una linterna, alcanzaron a 
mirar a Juan morir.  La profesora como pudo, estuvo acariciando al esposo, la sobrina también.  Los 
‘señores’ que mataron fueron corriendo hacia el rastrojo.  En la comunidad nos preocupamos porque la 
profesora no había llegado.  Teníamos una actividad de la comunidad, que estábamos tomando chicha de 
plátano, cuando nos informaron que habían matado a Juan.  Nos reunimos toda la gente de la comunidad 
y encontramos al finado tirado junto a Caño Limón. Lo levantamos y lo trajimos aquí. Compramos las 
velas para velarlo en la noche.  Cuando llamamos a la funeraria de Tame, no sabemos si es el municipio o 
de personas extrañas, porque el señor debe ser contra de los que mataron.  Por eso no podemos viajar a 
Caño Limón. Los blancos nos dijeron que llamáramos a la funeraria, porque ya era hora.  Eran como las 
doce, y no llegaban, y ya era hora porque se iba a dañar el finado.  Pensábamos enterrarlo en la 
comunidad, pero esperábamos que llegara la mamá de él y de ahí íbamos a Tame.  Creemos que nos 
engañaron porque nos hicieron desayuno a nosotros los blancos, y cuando llegó la funeraria, no en el 
carro de ellos, sino un carro ‘pirata’.  Le dijimos a la profesora que no fuera porque la bajaban también, 
pero ella quería ir a ver a su marido muerto.  Él había pedido que lo enterraran en su finca si lo mataban.   
 
Fuimos varios de nosotros con la profesora, y cuando se subió en el centro, en una curva, ella dijo dónde 
había sido que lo habían matado, y estaba la sangre.  Cuando seguimos, había un taxi venezolano 
atravesado, y temimos que eran ellos.  Pensamos que el conductor que nos llevaba a la funeraria ya sabía 
y estaba ya frenando el carro, porque de pronto ya sabía qué iba a pasar.  Cuando el carro paró, salieron 
los hombres armados y camuflados de la guerrilla. Nos saludaron y pidieron el acta de levantamiento del 
finado, y la miraron.  Y luego, comenzó a mirar a la profesora, y le ordenó bajarse del carro.  Nosotros 
protestamos y nos dijo ‘cállese’.  Los que mandan son los armados, y entonces bajaron a la profesora a las 
malas, abriendo ellos la puerta del carro.  Yo pensaba que a todos nos iban a matar también. Nos pidieron 
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hacernos a un lado.  La profesora salió llorando, y me pidió que no la dejara matar.  Yo les dije que ella 
no debía nada porque era indígena y era profesora. Pero nos callaron.  Un hombre le ordenó a una 
guerrillera y otro señor que se llevara a la profesora; le hicieron cruzar el alambre. Nos vinimos para 
Tame y cuando llegamos, supimos que la habían matado.  En un retén en Betoyes, del ejército, el 
conductor nos dijo que dijéramos que no sabíamos quién mató a mi hermano.  Él nos metió mentiras.  
Llegamos a Tame, el ejército nos preguntó y nosotros dijimos que no sabíamos.  Presentamos quejas a la 
Personería, a la SIJIN, al Comité Internacional de la Cruz Roja, a todos les contamos sobre la profesora. 
Nos dijeron que la habían secuestrado y que la tendrían de pronto ocho días, no más; que ellos harían 
contacto con ellos.  Nosotros les dijimos que luego no le pasara nada a la profesora.  Pero estando 
velando a mi hermano en la casa indígena, el Inspector de Policía, nos dijo que fuéramos porque les 
habían mandado a ir el carro de la funeraria, pues a la profesora la habían matado.  Por allá en Caño 
Camaño, que estaba a la orilla de la carretera tirada…A ella la habían torturado, porque le habían dado 
como fuete y la habían partido y la habían chuzado en el costado.  Robaron la plata de ella y la del finado 
también; sus papeles se los pusieron en la cabeza…”68 
 
 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
 
Las condiciones de vida para la población indígena se han deteriorado mucho en los últimos años por el 
impacto de las violaciones de los derechos humanos relacionadas con el conflicto armado interno, por las 
reclamaciones de derechos laborales, a la organización, a la movilización y en contra de la militarización, y 
por la presencia de colonos campesinos que ocupan sus territorios ancestrales: 
 
“Antes podíamos ir de cacería por allá, hasta el Casanare.  Pero ahora no, porque ya la tierra tiene dueños. 
Todo nos han quitado a nosotros. Y ahorita llegan los señores guerrilleros, los señores Autodefensas, y no 
sabemos por qué esa situación. Ellos no están por política, están por un poder. Cada uno quiere coger su 
zona y a nosotros, darnos una patada: ‘Váyanse al pueblo a aguantar hambre’. ¿Cómo vamos a vivir 
nosotros? ¿A dónde vamos a ir?     
 
Por ello, como lo afirmara la Defensoría del Pueblo, “la acción estatal no debe limitarse a la decisión 
militar de recuperar el monopolio legítimo de la fuerza, sino que debe abarcar un plan integral que incluya 
aspectos como desarrollo social, inversión económica y social, educación, salud, vivienda, recreación y 
cultura”.69 
 
Dicho plan tiene en el tema territorial un aspecto central: 
 
“Otra debilidad que debe ser de urgente corrección tiene que ver con  el  atraso  en los procesos 
de actualización de catastro, principalmente en las zonas rurales pues  de  3.397 predios sobre los 
que se tiene recopilada información física y socioeconómica, el 67% no está actualizado. Así 
mismo, se encontraron dificultades en la información cartográfica, situación que se agrava por la 
incompatibilidad entre los mapas de diferentes entidades oficiales y que dificulta la delimitación y 
protección de resguardos indígenas y territorios colectivos.”70 
 
Las grandes extensiones de tierra que el gobierno central destinó como “áreas especiales” para la 
explotación petrolera, ha despojado al pueblo indígena Guahibo (Sikuani) de vastas áreas de su territorio. 
De producirse una decisión sobre los territorios U’wa en el futuro inmediato, se confirmaría lo que observó 
Amnistía Internacional en su visita a la zona en 2002: 
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Un informe elaborado en 1995 por una Comisión Interinstitucional que incluía a representantes 
de órganos estatales, del gobierno y de organizaciones no gubernamentales concluyó que la 
concentración de tierras en la región había conducido a invasiones de tierras y a otras estrategias 
para reclamar tierras. También manifestó que las tierras que reclamaba la población indígena 
eran ocupadas por familias campesinas, y que la cantidad de tierra cuya propiedad se había 
concedido a las comunidades indígenas era inferior a la que realmente ocupaban. El informe 
concluía también que el conflicto de tierras era más intenso en las zonas en las que había 
poderosos intereses económicos [Informe Comisión Interinstitucional sobre Situación de 
Derechos Humanos en los departamentos de Casanare y Arauca, julio de 1995].Es en este 
contexto en el que las comunidades indígenas y campesinas que reclaman su derecho a la tierra 
han sido víctimas de repetidas violaciones de derechos humanos.71 
 
Efectivamente, las comunidades Betoye, por ejemplo, han denunciado que debido a la inexistencia de 
acciones para el saneamiento de resguardos, éstos se han llenado de colonos blancos, que están sembrando 
coca y por esa circunstancia, se ven involucrados con los actores armados, responsables del procesamiento 
y tráfico de drogas: “Lo que yo digo es que nos amplíen y saneen el resguardo y así no tendremos tantos 
colonos y podríamos vivir tranquilos”.72 
 
Esas violaciones se relacionan estrechamente con las expectativas gubernamentales de desarrollar más la 
industria petrolera, en alianza con compañías multinacionales: 
 
“…Estos sectores [campesinos, indígenas, sindicales…] son atacados para silenciar las 
denuncias de las violaciones de derechos humanos cometidas por las fuerzas de seguridad y sus 
aliados paramilitares en la región, para romper cualquier vínculo –presunto o imaginado– entre 
la población civil y la guerrilla, para silenciar la oposición a la explotación petrolera y a otros 
intereses económicos, así como a la privatización de los servicios de salud y educación, y para 
obligar a las comunidades campesinas o indígenas que viven cerca de instalaciones petroleras o 
zonas que van a ser explotadas a desplazarse. Las principales unidades paramilitares que actúan 
en la región son los bloques Centauro y Casanare, que forman parte de las AUC.73. 
 
La inequidad y la falta de acceso de los pueblos indígenas de Arauca a la titulación, saneamiento y 
ampliación de sus resguardos– en general, y del Resguardo Unido U’Wa, en particular- hacen que se 
requiera una política eficaz e inmediata para resolver problemas señalados aquí, de conflicto armado y 
marginalidad, que se expresan en graves problemas de salud:  
 
Los U´wa somos muy vulnerables, el año pasado se infectaron 250 compañeros de malaria, 
murieron 15; tenemos altos índices de TBC.74  
 
El impacto del conflicto ha hecho que varios comuneros hubieran quedado heridos o con lesiones 
permanentes, que les deterioraron su salud, sin recibir atención adecuada.  Comuneros de Julieros y 
Velasqueros denunciaron que tienen dificultades cuando salen con personas heridas para los centros 
asistenciales de Saravena o Arauca, porque la Fuerza Pública los acusa de estar sacando “guerrilleros”75. 
 
Entre tanto el gobierno nacional, departamental y municipal no atiendan estos problemas, sino que se 
enfoquen en un concepto de desarrollo orientado hacia la construcción de infraestructura para el incremento 
del comercio con los países vecinos y fortalecer un tipo de globalización económica excluyente, los 
indígenas del Arauca seguirán sufriendo la vulneración de sus derechos económicos, sociales y culturales. 
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La pervivencia de estos pueblos, con problemas de carencias en educación, salud, vivienda y otros servicios 
de calidad,  se ven afectada, entre otros factores, por megaproyectos de construcción de vías, al lado del 
petrolero: 
 
“Su condición de punto terrestre intermedio entre el Atlántico venezolano y el Pacífico 
colombiano por terreno plano,  ha llamado la atención de los gobiernos centrales de ambos 
países para fortalecer las condiciones de sus carreteras. Con una economía tradicionalmente 
agrícola y ganadera, el Departamento mantiene una férrea identidad llanera, la cual se comparte 
con las gentes de Venezuela, de manera que la única diferencia es estar del otro lado del 
imponente Arauca, pues las costumbres, las familias, la cultura y los orgullos colectivos son los 
mismos.”76  
 
Ya la construcción de la carretera troncal de la selva, en 1990 fue el inicio del problema de la presencia de 
la colonización y los grupos armados.  “Ellos nos arrinconaron a nosotros.  Entre 1980 y 1989, mataron al 
primer indígena, Carlos Díaz, por el ejército, en la comunidad.  Los que llevaban alimentos eran detenidos 
y eran considerados como guerrilleros.  A Carlos lo vistieron de uniforme, luego lo llevaron a la carretera. 
Este fue el inicio del problema. No podemos salir porque están los tres grupos armados: las guerrillas, las 
AUC y la Policía y el Ejército.  En la carretera se atravesó el Gran Resguardo Indígena Unido Betoye 
(Panamericana). Y ahora quieren iniciar la exploración petrolera en este territorio”77.  
 
Mientras que el Internado Centro Indígena, CEIN Betoy, en Parrero tiene dificultades para albergar y 
alimentar a los estudiantes indígenas, por las limitaciones presupuestales, en la escuela de Caño Claro está 
sin profesores, el departamento vive una bonanza a la que la población indígena no logra acceder. Los 98 
millones de dólares que el gobierno de los Estados Unidos invierte cada año en la Brigada 18, “es 
equivalente un presupuesto de 18 meses para el departamento de Arauca”78.  
 
 
Infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
 
De acuerdo con las organizaciones indígenas de Arauca, el conflicto armado comenzó en 1980, 
aproximadamente:  
“Este período que inicia casi simultáneamente con la explotación petrolera, se caracteriza por la 
invasión de nuestros territorios, intimidación, amenazas, escenarios de guerra en las 
comunidades, quema de casas.  Además de las consecuencias generales que afectan a toda la 
población, nuestras comunidades ven reducidos sus espacios de vida, hace presencia el 
desplazamiento forzado, los asesinatos, violaciones, señalamientos, pérdida de dirigentes, 
sindicaciones, pérdida de cosechas, animales y enseres”.79  
Según la Defensoría del Pueblo, las FARC hacían presencia en la zona de sabana, con los Frentes 10º y 45º 
pero con la llegada de los paramilitares y su desplazamiento hacia la Zona de Distensión80, durante las 
conversaciones con el gobierno nacional (1998-2002), perdieron espacio y hoy en día disputan el territorio 
indígena U’wa y Betoye que transitaban el Frente “Domingo Laín” y la Compañía “Simacota”, del ELN a 
sangre y fuego (véase anexo Comunicado público de las FARC). 
 
Esta situación hizo que alrededor de una veintena de organizaciones sociales europeas hiciera un “Llamado 
Europeo a la insurgencia colombiana”, en junio de 2006, exigiendo a las dos guerrillas el respeto a la 
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población y respondiendo a las obligaciones del DIH, máxime si quieren acceder a un reconocimiento 
político por parte de la comunidad internacional81. 
 
Las FARC son responsables del asesinato de varios Alcaldes, y las amenazas y secuestro de concejales, 
funcionarios públicos y de extorsiones a empresarios.  Pero desde el arribo del gobierno Uribe, la Fuerza 
Pública retomó el control de las zonas urbanas, reduciendo de ese modo considerablemente los ataques a 
servidores públicos, a diferencia de lo reportado en 2003: 
 
“Saravena, antes de la zona de rehabilitación, padecía regularmente atentados con cilindros 
bombas, hostigamientos y ataques a la Fuerza Pública. Desde el inicio de la zona, los hechos 
violentos fueron disminuyendo como consecuencia del aumento de pie de fuerza, aunque en la 
parte rural continúan haciendo presencia el ELN y las FARC. La administración local continúa 
amenazada, y al igual que todo el departamento, la población se siente acorralada por  el 
incesante accionar de grupos al margen de la ley. En Arauquita, con la creación de la Zona, los 
grupos al margen de la ley arreciaron sus ataques contra la Fuerza Pública y las muertes 
violentas aumentaron. Toda la administración está amenazada y el clima de zozobra es cada vez 
mayor entre sus pobladores. El alcalde encargado fue víctima de un atentado del que salió ileso. 
Por su parte,  el alcalde renunció debido a las amenazas de las FARC. En Fortul, los hechos 
violentos se incrementaron una vez se instauró la Zona de Rehabilitación. En lo que va corrido 
del 2003 se han presentado 8 muertes violentas, 1 atentado con carro bomba y persisten las 
amenazas contra la administración local.”82 
 
Pero la violencia  para los pueblos indígenas sigue siendo invisible en los medios de comunicación, aunque 
ellos y ellas la vivan a diario: 
 
“Hoy en día hay muchas amenazas: no se puede hablar con los Elenos, ni con las FARC, ni con la 
Autodefensa ni con la fuerza pública; muchos ojos miran y sospechan y dicen que estamos en 
contra de ellos. Nosotros, como indígenas nunca hemos estado armados”83. 
 
Las comunidades denunciaron la manera en que son hostigados constantemente por la Fuerza Pública: 
 
“Nosotros a veces tenemos que ir por ahí con nuestras herramientas, y nos para la Policía. Y ellos 
nos dicen ‘Entonces, qué, camadazas’.  Nosotros no somos ‘camaradas’; no aceptamos que nos 
nombren esas palabras a nosotros”.84 
 
Minas Antipersonal (MAP) y Munición sin Explotar (MUSE): 
Se recibieron informaciones sobre minas antipersonal, aunque no en territorio U’wa; pero los indígenas 
Betoye sí reportaron que en algunos lugares de la zona rural de Tame, las guerrillas están plantando “minas 
quiebrapatas”, como se les llama comúnmente.  En respuesta a este problema, que requiere mayor 
sensibilización e información entre la población, las autoridades organizaron el Encuentro Departamental 
Plan de Acción Integral Contra Minas Antipersonal “con la presencia de delegados de Programa 
Presidencial de Derechos Humanos y Aplicación DIH-Observatorio de Minas Antipersonal, la Cruz Roja 
Internacional y la Campaña colombiana Contra Minas. El Taller de Acción Integral Contra Minas, el 9 de 
agosto de 2006, en el Auditorio del Hospital San Vicente de Arauca, con el auspicio de la Gobernación de 
Arauca, la Oficina Asesora de Paz  y la Secretaría de Gobierno y Seguridad Ciudadana”85.  
Reclutamiento de jóvenes, niñas y niños indígenas 
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En medio de un incremento inusitado de las denuncias por reclutamiento forzado de niños, niñas y jóvenes 
indígenas y campesinos por parte de las guerrillas, que ha ocasionado el desplazamiento de docenas de 
familias campesinas del municipio de Tame, existen testimonios de la utilización de niños, niñas y jóvenes 
indígenas por la Fuerza Pública también.  Así lo denunció una Misión de Verificación a Arauca sobre la 
situación de niños, niñas y jóvenes, llevada a cabo en agosto de 2004: “la utilización de niños y niñas, por 
parte del Ejército en campañas psicológicas, como el programa de “Soldados por un día”; (…) la 
utilización de niños y niñas en allanamientos y detenciones masivas y/o arbitrarias; la vinculación de niños 
y niñas en  grupos subversivos y paramilitares; la  persecución y asesinato de niños y niñas por parte de 
los grupos armados, y la ocupación de escuelas, internados y colegios, por parte de estos grupos, entre 
otros[son algunos de los casos más graves encontrados en la visita].”86 
 
Esta situación no se ha mejorado en lo sustancial, en particular desde que se iniciaron los combates entre 
las dos guerrillas, y el Estado mantiene su presencia en todas las zonas urbanas, con enfrentamientos 
esporádicos. 
 
Las comunidades de Cuiloto II e Igüanitos denunciaron cómo en 2006, habían sido detenidos dos 
comuneros, no por tropas del ejército y otro por tropas de la guerrilla, respectivamente. Pero en la de Caño 
Claro, el batallón Navas Pardo retuvo a una mujer con su niño de tres meses: “el ejército nos llevó con ese 
frío al batallón”.87 
 
En efecto, el CONIP conoció un caso de un joven de 19 años que a pesar de no estar obligado como 
indígena, se fue al Servicio Militar Obligatorio y luego de visitar a su novia, se quedó unos días en la 
comunidad y tuvo miedo y termino por unirse a las FARC. Entre febrero y abril de 2006, cinco jóvenes más 
han sido reclutados por las guerrillas.  Según los informes, se trata de “raspachines” o cosecheros de hoja 
de coca y algunos que consumen drogas. La comunidad de Parreros denunció que el joven Rubén García 
fue detenido por las FARC, golpeado y lo iban a matar, pero la intervención de la comunidad lo logró 
salvar. 
 
Desplazamiento forzado 
 
Dado que la creación de la zona de rehabilitación tenía por objetivo principal brindar seguridad y 
protección al Oleoducto “Caño-Limón – Coveñas”, a través de la militarización de esa zona la Defensoría 
del Pueblo alertó sobre el empeoramiento de la situación en el sur oriente Araucano: 
 
“Si bien en términos generales, ha habido una reducción en el número de muertes violentas, se ha 
producido un desplazamiento del conflicto hacia el sur del departamento, lo cual ha afectado 
seriamente a los municipios de Tame y Fortul”.88 
 
Esto se tradujo en un aumento en el número de desplazamientos en la zona rural y un “incremento en la 
utilización de actividades terroristas como la explosión de carros bomba”89 por parte de las guerrillas, en 
especial entre 2002 y 2003. Pero el otro agente responsable de los desplazamientos han sido los 
paramilitares en el período 2003-2004: 
“Los paramilitares se esfuerzan también por minar el presunto apoyo de la población civil a las 
guerrillas mediante tácticas de terror tales como matanzas, homicidios selectivos y amenazas, 
principalmente contra defensores de los derechos humanos, activistas sociales y sindicales, 
periodistas, maestros y trabajadores de la salud. Estos sectores son atacados para silenciar las 
denuncias de las violaciones de derechos humanos cometidas por las fuerzas de seguridad y sus 
aliados paramilitares en la región, para romper cualquier vínculo –presunto o imaginado – entre 
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la población civil y la guerrilla, para silenciar la oposición a la explotación petrolera y a otros 
intereses económicos, así como a la privatización de los servicios de salud y educación, y para 
obligar a las comunidades campesinas o indígenas que viven cerca de instalaciones petroleras o 
zonas que van a ser explotadas a desplazarse”.90 
 
Los dos episodios más recientes y más graves de desplazamiento desde el 2004, tienen que ver con 
situaciones en la región Betoy, en donde “la gente no está acostumbrada a ver gente armada en el 
resguardo”.  
 
Ya el 7 de abril de 2003 se produjeron bombardeos de la Fuerza Aérea en el Corregimiento de Betoyes, con 
un saldo de dos indígenas y varios guerrilleros y paramilitares muertos.  El día 3 de abril se habían 
desplazado las comunidades Betoye a Pueblo Nuevo y Caranal, por causa de bombardeos.  El 5 de mayo 
del mismo año, hubo una violenta incursión del Bloque Centauros de las AUC, en acción conjunta con el 
ejército, en contra de las FARC y el ELN.  Por eso, llegaron 360 indígenas Guahibo el 12 de mayo a la 
parroquia Cristo Rey en Saravena.91 
 
Del 2002 al 2003 hubo un desplazamiento forzado por los combates entre las dos fuerzas. “El indígena 
siempre tiene mucho miedo, y nos ha tocado dejar abandonadas nuestras tierras, y salir a Saravena.  Nos 
ubican en pueblos a sufrir hambre, a que los niños se mueran, llenos de enfermedad a causa de la 
violencia”.  “Perdimos animales, reses, gallinas y lo que dejamos en las casas.  Quemaron varias casas.  
Eso es irrespetar los territorios indígenas.92” 
 
Estos testimonios dan cuenta de la falta de observancia de las recomendaciones de la Oficina en Colombia 
de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos, que planteó al Estado en su informe 2005 que  
 
“Le reitera la necesidad de adoptar medidas especiales y urgentes en defensa de las comunidades 
indígenas en riesgo de extinción, en el marco de una política integral que les brinde la adecuada 
prevención y protección. También alienta al Procurador General y al Defensor del Pueblo a 
asegurar su presencia en comunidades en riesgo, en particular en áreas de población indígena, 
afro colombiana y desplazada.” OACHDH ONU P. 50 
 
En 2006,  veintitrés personas de la comunidad Makaguán, de Caño Claro se encontraban desplazadas en el 
municipio de Tame; estuvieron viviendo en la casa indígena de Tame, sin recibir ningún tipo de ayudas 
humanitarias.  Otras 57 personas se habían confinado en las montañas, 35 de ellas menores de edad, entre 
ellas, la hija del Capitán de la comunidad.  El desplazamiento ocurrió en el mes de marzo, luego de que se 
registrara el asesinato de la maestra y su compañero en la comunidad indígena: 
 
“Luego del asesinato de los dos profesores, el Cacique de la comunidad fue amenazado por personas de 
las FARC, que llegaron vestidos de camuflado a buscarlos.  Y nosotros nos fuimos pensando si era 
guerrilla, autodefensas o ejército, y cuando nos fuimos a otra casa, nos encontramos a otro grupo y nos 
llevaron a un sitio. Creímos que nos iban a matar a todos.  Vinieron otros por allá, y preguntaron a qué 
venían.  Dijimos que íbamos a cobrar una plata que nos debía un vecino, Cornelio. Nos preguntaron que si 
lo conocíamos, y nosotros le dijimos que sí, y nos preguntaron de qué organización éramos: FARC, ELN  o 
paramilitar; pero dijimos que éramos del Comité Ejecutivo de la organización indígena.  Allí nos llamaron 
al Capitán y los Cabildos, y era pura guerrilla [del ELN].  “A nosotros, las FARC nos declaró la guerra”, 
- entre guerrillas - nos dijeron, y nos pidieron que teníamos que armarnos con flecha con lo que fuera, y 
que teníamos que ir de Genarero, Juliero, Velasquero, La Esperanza, recorrer todo eso por allá. Nosotros 
les dijimos que no. Y yo pensaba que nos iban a averiguar la muerte de los difuntos, pero no nos dijeron 
nada de eso… Y nos vinimos y nos dijeron que a la familia del Gobernador, las FARC la están buscando 
para matarla. Nos reunimos en la comunidad y no sabíamos por dónde pasar, por Caño Limón, ni Pueblo 
Seco, y cuando llegó una represión más dura, nos tocó desplazarnos, cuando las FARC se iban a meter a 
hacer una masacre…” 
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Confinamiento: 
 
“En esos días el hambre nos estaba dando duro, porque no podíamos salir a mercar,  y aunque 
teníamos plátano y yuca, no teníamos carne, y teníamos que comprar carne por trabajo.  Una 
blanca les conferenció y los indígenas se fueron a comprar la carne, y se fueron a cultivar maíz.  
Cuando llegaron las FARC, nos tocó armarnos con flechas, para no dejarnos morir 
miserablemente.  Pero no los encontramos. Luego, cuando estábamos matando un marrano, llegó 
un grupo grande de las FARC y preguntó que si éramos parientes de los difuntos.  Entonces, nos 
tocó irnos por toda esa montaña, esa selva, hacer chuspita allí.  A buscar comida, nos cayó agua 
y nos mojó la ropa, y en la montaña, nos picaron los zancudos… Y cuando nos dijeron que venían 
100 hombres de las FARC.  Nosotros no sabíamos por dónde salir, y un niño de Puyeros, nos 
mandó una carta para apoyo humanitario, pero nosotros no podíamos salir, y al niño también le 
dio miedo llevar la carta. Nos mandaron tres cartas, pero teníamos miedo que nos dejaran por el 
camino, cuando llegó un amigo y nos dijo llorando ‘¿por qué están ustedes aquí?. Le dijimos que 
corríamos peligro”93. 
 
El 21 de junio de 2006, en una reunión con el Alcalde (encargado), el Secretario de Gobierno de Tame y 
representantes de ASCATIDAR y la ONIC, se envió una carta vía faz al Defensor del Pueblo Nacional, con 
copia a otras autoridades pertinentes, poniéndole al tanto del sufrimiento de estas personas,  a pesar de 
haber pasado más de tres meses después de haber salido de su territorio.  Finalmente, a mediados de agosto 
de 2006, el Alcalde titular y las autoridades municipales de accedieron a destinar fondos para las personas 
desplazadas, que según los indígenas “los manejan el Alcalde y el responsable de Asuntos Indígenas, que 
no consultan la posición de los pueblos indígenas. Son novatos que no saben la legislación indígena”.94  
De acuerdo con informes recibidos de ASCATIDAR, las comunidades desplazadas decidieron retornar a 
sus comunidades, sin que hubieran contado con las condiciones de seguridad o de mejoramiento de su 
calidad de vida para restablecerse.95 
 
Fumigaciones a cultivos de coca 
 
Aunque el departamento de Arauca ha tenido varios ciclos de fumigaciones aéreas con la mezcla química 
que contiene, entre otros, glifosato, las pérdidas en la capacidad de subsistencia de los pueblos indígenas 
que viven al lado de comunidades campesinas cocaleras, han sido muy grandes.  Así lo denunciaron 
habitantes de la comunidad de Genareros, que sufrió fumigaciones en abril de 2006: “Vinieron a 
fumigarnos hace dos meses entre las casas, pero no se dieron cuenta que allí está es la comunidad… 
Afectaron y secaron las siembras y murieron las gallinas”.96 
 
 
Alternativas  
 
“Frente a toda esta problemática y en medio de todos estos procesos que se siguen presentando, los pueblos 
indígenas generamos un proceso de AUTODETERMINACIÓN desde 1991, cuando surge un marco 
constitucional y legal que reconoce los derechos de los pueblos étnicos que permitió el  fortalecimiento de 
nuestros sistemas organizativos propios, la construcción de propuestas de vida, el auto-reconocimiento, 
posicionamiento de nuestros procesos, ejercicio de nuestra autonomía como pueblos de la diversidad étnica 
y cultural del país. Generamos también espacios comunitario-institucionales, hemos fortalecido la 
organización propia comunitaria, hemos propiciado el reconocimiento institucional de nuestros procesos, e 
iniciamos procesos de recuperación cultural y territorial; así mismo hemos generado procesos adaptativos y 
de interculturalidad. 
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Como es fácil observar, somos pueblos de la diversidad étnica y cultural del país, sometidos históricamente 
al desalojo, el despojo, la intervención y el etnocidio. Somos los primeros desplazados de que se tenga 
noticia en el país. Téngase en cuenta que todos los procesos sociales y económicos de la cultura mayoritaria 
han tenido y tienen grandes incidencias en nuestras culturas, con consecuencias generalmente negativas 
para nuestra pervivencia como pueblos diversos y para nuestra supervivencia material.  
 
Los indígenas quedamos encerrados en pequeñas jaulas que el hombre blanco delimitó con sus cercas de 
alambre. Así que es grande la DEUDA SOCIAL que el estado y la comunidad no indígena tiene con 
nosotros. Las pequeñas inversiones que el estado hace en nuestras comunidades no alcanzan para resolver  
nuestras más urgentes necesidades. “LOS PUEBLOS QUE NO LUCHAN TIENDEN A 
DESAPARECER” 
 
Con este panorama que hemos presentado, y sobre todo, con la dinámica que hemos asumido en los últimos 
años, nuestro papel como pueblos indígenas es el de la de resistencia, apoyados en nuestras culturas, en 
nuestros proceso propios de organización y fortalecimiento de la identidad, generando la unidad entre las 
comunidades y pueblos indígenas, alrededor de nuestros proyectos y planes de vida.   
 
Aquí debemos resaltar la importancia de nuestros Planes de Vida, como estrategia de resistencia, ya que en 
ellos están nuestros principios, nuestras tradiciones, nuestros sueños, el saber de nuestros mayores. Nuestro 
papel debe ser un papel activo, de protagonismo y de apropiación de nuestros propios procesos. Hay que 
entender que no podemos  esperar salvadores externos, pues la primera responsabilidad está en cada uno de 
nosotros los indígenas. La gente de afuera son actores solidarios que se identifican y colaboran con nuestras 
causas. Por eso decimos que la conducción de nuestro destino está en nuestras propias manos. 
 
Nos corresponde a los dirigentes indígenas evitar que  haya divisiones al interior de nuestros pueblos; la 
confrontación política de la sociedad mayoritaria no debe polarizarnos, porque por encima de cualquier 
política está nuestra política indígena. 
 
Nuestras autoridades nos han encomendado  la misión de defender los principios de nuestra cultura, los 
fundamentos que nos han permitido la pervivencia por miles de años y estamos seguros que si cumplimos 
esta misión garantizaremos a nuestras futuras generaciones los espacios de vida con dignidad que se 
merecen.  
 
También reconocemos la interculturalidad como espacio de trabajo hacia la convivencia con la sociedad 
mayoritaria. En este sentido entendemos que la diversidad cultural debe mirarse desde dos puntos de vista; 
es decir, reconocer que somos diferentes, pero por esta misma circunstancia los otros también son 
diferentes, y por tanto merecen el respeto que nos merecemos nosotros, como pueblos indígenas. 
Invitamos, entonces, a asumir como política la igualdad en la diferencia”.97  
 
Demandas de los pueblos indígenas de Arauca 
 
Al gobierno nacional: 
 
1. Detener de inmediato los trabajos de exploración sísmica y demás pretensiones para explotar 
petróleo en el territorio indígena U’wa del Resguardo Unido, que comprende cinco departamentos, 
incluso Arauca, retirando a la estatal petrolera ECOPETROL y las compañías contratistas de 
nuestro territorio. 
2. Cumplir con la legislación nacional e internacional que protege los derechos de los pueblos 
indígenas, y establecer mecanismos de reparación integral por los daños sufridos, tanto a causa de 
las violaciones de derechos humanos civiles y políticos, como por la industria petrolera. 
3. Investigar, sancionar y llevar ante la justicia a los paramilitares, miembros de la Fuerza Pública y 
de órganos de seguridad del Estado, responsables de las graves violaciones de los derechos 
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humanos, así como a las guerrillas y demás actores armados por infracciones del Derecho 
Internacional Humanitario que han asolado las comunidades indígenas del departamento de 
Arauca. 
4. Revisar la política de seguridad actual que ha significado el aumento desmedido de la 
militarización de todos los espacios civiles de Arauca, y establecer mecanismos para aproximarse 
a una solución política negociada al conflicto con las guerrillas. 
5. Realizar de manera urgente el saneamiento, ampliación y creación de Resguardos Indígenas, y 
designar los fondos necesarios a fin de proporcionar a las comunidades del departamento con los 
medios para garantizar la realización de sus Planes de Vida. 
 
 
A las guerrillas 
 
1. Que haya un respeto de las FARC-EP y el ELN por el territorio indígena, y que no usen a la 
población como escudos humanos. 
2. Que respeten el Derecho Internacional Humanitario, y no ataquen a la población civil, ni a sus 
bienes, tales como escuelas, puestos de salud, carreteras y fuentes de agua. 
3. Que liberen a los niños y niñas que han reclutado en sus filas, y se abstengan de involucrar a la 
población en sus planes y en sus conflictos internos. 
4. Que respondan penalmente por los asesinatos, secuestros, hostigamiento y demás abusos 
cometidos por unidades guerrilleras en territorios indígenas. 
 
A la Organización de las Naciones Unidas 
 
1. Que designe funcionarios y abra oficinas en el departamento de Arauca, a fin de acompañar y 
monitorear la situación de violaciones de los Derechos Humanos y el DIH, en cumplimiento de los 
mandatos humanitarios, de derechos humanos y de desarrollo humano que le corresponden 
respecto de las organizaciones de la sociedad civil. 
2. Que se presente un informe de parte de la Oficina de la Alta Comisionada de la ONU para los 
Derechos Humanos sobre la situación de los pueblos indígenas de Colombia, que actualice las 
recomendaciones del Relator Especial de la ONU sobre los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los Indígenas. 
3. Que se diseñe un Plan de Contingencia con los organismos humanitarios, encabezados por OCHA, 
a fin de involucrar a las autoridades locales, departamentales y nacionales en la protección de la 
población indígena de los riesgos a que está expuesta en estos momentos, como se consigna en 
este informe. 
4. Que el PNUD de urgencia a un proceso de información, sensibilización y capacitación sobre el 
tema petrolero, con un programa permanente sobre la cuestión de la explotación petrolera, minera 
y de otros recursos naturales para los pueblos indígenas, a fin de aprender las lecciones de otros 
continentes, con la participación de pueblos indígenas de otros países, expertos independientes y 
miembros del Foro Permanente de las Naciones Unidas sobre las Cuestiones Indígenas. 
5. Que el UNICEF se comprometa en la evaluación del papel del ICBF en su papel de prevención de 
reclutamiento y asistencia a niños, niñas y jóvenes que participan de manera directa e indirecta en 
el conflicto armado, así como en lo que atañe a la implementación de políticas públicas destinadas 
en la infancia y la juventud, desde una perspectiva étnica. 
6. Que el UNIFEM realice un estudio sobre el impacto del conflicto armado en las mujeres indígenas 
de Colombia, y en particular en el departamento de Arauca, estableciendo programas de apoyo a 
las mujeres viudas, las mujeres, adolescentes y niñas que han perdido a sus seres queridos y las 
que han sido abusadas sexualmente. 
7. Que el PMA establezca un programa de asistencia alimentaria para las comunidades con alto 
riesgo de desnutrición, en coordinación con la OPS-OMS, a fin de proteger a los pueblos 
indígenas afectados por enfermedades graves y crónicas. 
 
“Nosotros no necesitamos plata. Necesitamos el territorio.  
Y si nos toca morir por esa causa, vamos a morir por ella.”  
(Dirigente Betoye) 
